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- Revisar y analizar la Doctrina referida a la regulación jurídica de las causas 
de atipicidad y causas de justificación. 
 
- Analizar comparativamente con al menos tres legislaciones latinoamericana 
de referencia. 
 
- Analizar al menos dos procesos o sentencias penales en las que se hayan 










Muchas veces, una conducta típica no necesariamente encuadra como una acción 
delictiva, es decir, aun cuando se produce el supuesto de hecho establecido en la 
norma, la manera en que el hecho acaeció no implica la comisión de un delito. 
 
Como bien lo señala Muñoz Conde (1989, p. 89), el ordenamiento jurídico no sólo 
se compone de prohibiciones, sino también de procesos permisivos que autorizan 
realizar un hecho, en principio, prohibido. 
 
En Derecho penal la existencia de un hecho típico supone la realización de un 
hecho prohibido, por cuanto el tipo constituye o describe la materia de prohibición, 
es decir, aquel o aquellos hechos que el legislador quiere evitar que realicen los 
ciudadanos. Pero en algún caso concreto el legislador permite ese hecho típico, 
en cuanto hay razones políticas, sociales y jurídicas que así lo aconsejan. En 
estos casos, el indicio de la antijuricidad que supone la tipicidad queda desvirtuado 
por la presencia de una causa de eximente, es decir, por una causa de exclusión 
de la antijuricidad que convierte el hecho, en sí típico, en un hecho perfectamente 
típico y aprobado por el ordenamiento jurídico.    
 
No toda conducta típica es antijurídica, pero si indicativa de ella, debe tenerse 
mucho cuidado de no considerar que toda conducta típica sea antijurídica, porque 
en el momento en que existen causas de atipicidad y de justificación o de manera 
general de exclusión, no se da la antijuricidad. 
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Las causas de atipicidad o de justificación, imposibilitan la persecución penal del 
autor de una conducta que al momento de su comisión esté descrita en la ley 
como delito y no puede causar responsabilidad penal, aunque como actos 
antijurídicos puedan ser objeto de responsabilidad civil, administrativa y 
disciplinaria.  
 
Este trabajo monográfico resulta de gran interés y actualidad, con la entrada en 
vigencia del nuevo Código Penal de Nicaragua1, el 8 de julio del año 2008, el que 
al igual que el Código Penal anterior incluye las causas de justificación dentro de 
las demás causas eximentes de responsabilidad penal2 (minoría de edad, 
trastorno mental, estado de perturbación, alteración grave de la conciencia, miedo 
insuperable, imprudencia, entre otros). Lo novedoso de nuestro nuevo Código 
Penal es que ya incluye como causa de exclusión de la responsabilidad penal al 
error3  el que no estaba bien definido por no decir ausente en el Código anterior. 
 
El aspecto importante y singular del presente trabajo monográfico, radica en lograr 
ubicar y hacer un análisis de las mencionadas causas de exclusión de 
responsabilidad en la normativa penal vigente, y si la misma en este momento es 
suficiente para dar solución a todos los problemas que surgen en la aplicación de 
estas eximentes. De igual manera, conoceremos cuáles son las causas de 
atipicidad y de justificación reconocidas en la legislación de nuestro país, a fin de 
realizar un análisis comparativo con otras legislaciones. 
 
Para la realización de este trabajo de investigación, se efectuó un estudio doctrinal 
clasificando cada una de las eximentes con el objetivo de facilitar claramente la 
comprensión de cada una de ellas y a la vez estos conceptos se reforzarán con 
ejemplos particulares. 
                                                        
1 Aprobado por la Asamblea Nacional, el día 13 de noviembre del año 2007,  publicado en La 
Gaceta, Diario Oficial No. 83, 84, 85, 86 y 87, correspondiente al período del 5 de Mayo al 9 de 
Mayo del año dos mil ocho, y entró en vigencia el 8 de julio del año 2008, con una vacatio legis de 
sesenta día después de su publicación. 
2 Véase, Libro Primero, Título I, Capítulo II, Casos que Eximen de la Responsabilidad Penal, Artos. 
33 y 34 CP. 





Así mismo esta monografía, consta de cinco capítulos que tratan: el primero del 
delito y sus elementos; el segundo de las causas de atipicidad; el tercero aborda 
las causas de justificación; el cuarto es un análisis comparativo de legislaciones 
penales latinoamericanas; y en el quinto realizaremos un análisis de dos 
sentencias  penales nicaragüenses. Al concluir este trabajo, aportaremos nuestras 









La primera tarea fundamental que realizaremos para introducirnos al tema que 
abordaremos en capítulos subsiguientes, consistirá en describir lo contemplado 
por la Teoría General del Delito; con el propósito de suministrar un concepto de 
delito, el cual contenga todas las características comunes que debe tener un 
hecho para ser considerado como delito, y ser sancionado con una pena.  
 
1.1. CONCEPTO 
Muñoz Conde (1989, p. 17), manifiesta desde el punto de vista jurídico, que delito 
es toda conducta que el legislador sanciona con una pena. Esto es consecuencia 
del principio nullum crimen sine lege4, que rige el Derecho Penal.  Este principio 
impide considerar delito a toda conducta que no emerja en los marcos de la ley 
penal.  
 
Reforzando el concepto anterior, expresa Jiménez de Asúa (1997, p. 129), que el 
delito, desde el plano jurídico, es un acto o una omisión antijurídico y culpable. 
 
Este concepto que se enuncia es formal, y nada dice sobre los elementos que 
debe tener esa conducta para ser castigada por la ley penal.  Las definiciones que 
dan algunos códigos, tienen elementos que el legislador exige para considerar una 
acción u omisión como delito o falta, por lo que ya no son simples definiciones 
formales de delito. 
 
                                                        
4 Es un aforismo latín, que se traduce como "Ningún delito, ninguna pena sin ley previa", utilizada 
en Derecho penal para expresar el principio de que, para que una conducta sea calificada como 






El legislador ha querido destacar en esas definiciones características que le han 
parecido relevantes, en orden a la consideración de un hecho como delito, que 
debe tratarse de una acción u omisión, deben ser dolosas o culposas y penadas 
por la ley.  
 
El concepto de delito responde a una doble perspectiva que se presenta como un 
juicio de desvalor que recae sobre un hecho, y como un juicio de desvalor que se 
hace sobre el autor de ese hecho. Al primero se le llama injusto o antijuricidad, 
que es la desaprobación del acto; al segundo se le llama culpabilidad, que es la 
atribución de dicho acto a su autor. 
 
En las dos categorías mencionadas se han venido distribuyendo los diversos 
componentes del delito. En la primera, antijuricidad, se incluye la acción u omisión, 
medios y formas en que se realiza, objetos y sujetos, relación causal y psicológica 
entre ellas y el resultado. En la culpabilidad, las facultades psíquicas del autor, 
conocimiento por parte del autor de su carácter prohibido de su hacer y la no 
exigibilidad de un comportamiento distinto.  
 
Esta distinción, tiene también un valor práctico, por ejemplo, para imponer una 
medida de seguridad a un individuo es suficiente la comisión del hecho prohibido, 
antijurídico, aunque su autor no sea culpable, sin embargo, para imponer una 
pena es necesario que exista la culpabilidad, además de que el hecho sea 
antijurídico. No hay culpabilidad sin antijuricidad, aunque sí hay antijuricidad sin 
culpabilidad. 
 
Pero no todo hecho antijurídico realizado por un autor culpable es delito. De toda 
la gama de acciones antijurídicas que se cometen, el legislador ha seleccionado 
una parte de ellas y las ha conminado con una pena por medio de su descripción 
en la ley penal. Este proceso se llama tipicidad, que es la adecuación de un hecho 
cometido a la descripción que se hace en la ley, también es una consecuencia del 
principio de legalidad. 
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Normalmente la tipicidad, antijuricidad y culpabilidad son las características 
comunes a todo delito. El punto de partida es la tipicidad, pues sólo el hecho 
descrito en el tipo legal puede servir de base a posteriores valoraciones; 
seguidamente se buscará, la indagación sobre la antijuricidad, la comprobación de 
si el hecho típico cometido es o no conforme a Derecho. 
 
Con la constatación positiva de estos elementos, se puede decir que existe delito y 
su autor puede ser castigado con la pena que se asigne en cada caso concreto del 
delito en la ley. En algunos casos se exige para poder calificar un hecho como 
delito la presencia de algunos elementos adicionales como el caso de la 
penalidad. 
 
Bacigalupo (1974), expresa que: 
 
El delito es la violación culpable del orden jurídico, o sea una acción 
típica, antijurídica y culpable. En esta definición, típica es la 
característica de la acción de subsumirse bajo la descripción 
abstracta de un acto prohibido por la norma y contenido en la ley 
penal (tipo penal); antijurídica es la característica de la acción típica 
de ser contraria al ordenamiento jurídico (no justificada); culpable es, 
a su vez, la característica de la acción típica y antijurídica de ser 
reprochable al autor. (p. 20) 
 
Luzón Peña (1996, p. 223), expresa que el delito será, pues, la acción típica, 
antijurídica y culpable.  
 
Esto quiere decir, que toda acción u omisión es delito si infringe el ordenamiento 
jurídico (antijuricidad) en la forma prevista por los tipos penales (tipicidad) y puede 






Como señala Santiago Mir Puig (1998, p. 48), hay delitos de acción y de omisión, 
se llaman delitos de acción aquellos en que la ley prohíbe la realización de una 
conducta que se estima nociva.  Son de omisión aquellos en que se ordena actuar 
en determinado sentido que se reputa beneficioso y se castiga el no hacerlo. 
 
De esta misma manera los autores Orts Berenguer y González Cussac, (2004), 
expresan: 
 
Que puede hablarse de hecho activo y de hecho omisivo. Es decir, que 
pueden existir comportamientos humanos que infringen el Derecho y 
consisten en una acción positiva, en un hacer lo que está prohibido 
(disparar a una persona, apoderarse de dinero ajeno, falsificar una escritura 
pública); y también existen comportamientos humanos que infringen el 
Derecho y consisten en omitir o no hacer lo que se esperaba (omitir lo que 
se está obligado a hacer); esto es, consisten en incumplir un mandato 
determinado de actuar para evitar un peligro (no socorrer a una persona 
desamparada, no impedir la comisión de un delito, no perseguir o denunciar 
delitos, los profesionales sanitarios que no auxilien a un enfermo o herido). 
(pp. 116-117). 
 
Como logramos observar en las distintas definiciones doctrinales de delito, éstas 
coinciden en los aspectos: es un hecho humano típico, antijurídico, culpable y 
punible.  
 
Para determinar cuándo se está ante un delito o falta, hay que ver las penas que 
en la ley penal correspondiente se le asigne. La distinción entre delito y falta es 
cuantitativa, ya que es una cuestión de manejo legislativo para considerar el hecho 
como delito o falta. Normalmente las faltas suelen ser delitos en miniatura, y no 




La distinción entre delito y falta tiene consecuencias de orden material y de orden 
procesal. 
 
Así mismo la expresión común de delito, a veces se suele aplicar términos 
equivalentes, como infracción criminal, hecho punible, acción punible.  
 
Cuando se habla de delito, se refiere normalmente a la acción u omisión típica, 
antijurídica, culpable y punible; pero otras veces solo se refiere al hecho típico 
descrito en la ley como delito, sin prejuzgar todavía si es antijurídico o culpable. 
 
En el Código Penal de Nicaragua en el artículo 21, define de forma conjunta a los 
delitos y faltas textualmente como: “Son delitos o faltas las acciones u omisiones 
dolosas o imprudentes calificadas y penadas en este Código o en leyes 
especiales”.  
 
En otras palabras, el delito es un hecho (acción u omisión) penado por la ley; el 
Código inicia así su articulado, expresando una firme noción jurídica de delito. Un 
hecho sólo es delito si está penado por la ley, y no lo es, si no lo está, por mucho que 
la conducta merezca serlo al producir alguna conmoción. 
 
Ahora bien, definido el delito en líneas anteriores, es necesario conocer las 
características esenciales que conforman su concepto, principalmente la tipicidad 
y la antijuricidad, ya que sería imposible analizar las causas de atipicidad y las 
causas de justificación, si un previo análisis de las mencionadas características. 
 
Muchos autores difieren en su postura en relación a determinar cuáles son los 
elementos del tipo penal, algunos identifican al delito con elementos tales como la 
acción, la antijuricidad, incluido el tipo y la culpabilidad, otros separan al tipo de la 







Para nuestro estudio procederemos a analizar los siguientes elementos o 
características: la acción, la tipicidad, la antijuricidad y la culpabilidad, no sin antes 
mencionar que el resto también requieren de su estudio, pero los citados 
anteriormente son las premisas para profundizar nuestra monografía.  
 
- La acción 
La acción es todo comportamiento que depende de la voluntad humana, es el 
primer requisito, para que el delito surta y le dé comienzo a los demás 
componentes de la estructura delito.  (Luzón Peña, 1995, p. 50). 
 
En palabras de Bacigalupo (1996), la acción es un comportamiento exterior 
evitable, o dicho de otra manera, un comportamiento que puede evitarse si el autor 
se hubiera motivado para hacerlo. Un comportamiento es evitable cuando su autor 
tenía la posibilidad de dirigirlo finalmente, en dirección a un fin por él mismo 
determinado. (p. 92). 
 
La conducta resulta ser positiva, mediante el acto, es decir la acción, y negativa, a 
través de la omisión. Sin embargo, la acción puede estar acogida en algunos 
supuestos en que se constata la ausencia del comportamiento humano, pese a 
que interviene un humano, este puede suceder en tres grupos: fuerza irresistible, 
es un acto de fuerza proveniente del exterior que actúa materialmente sobre el 
agente. Esta fuerza ha de ser absoluta de tal forma que no deje ninguna opción al 
que la sufre. Si la fuerza no es absoluta, el que la sufre puede resistirla o por lo 
menos tiene esa posibilidad, no cabe apreciar esta eximente. La fuerza ha de 
provenir del exterior, es decir, de una tercera persona o incluso, de fuerza 
naturales. Otro caso, son los movimientos reflejos, tales como, las convulsiones 
epilépticas o los movimientos instintivos de defensa, no constituyen acción, ya que 
el movimiento no está en estos casos controlado por la voluntad. Por último, 
tenemos los estados de inconsciencia, como es el sueño, el sonambulismo, la 
10 
 
embriaguez letárgica, entre otros. En estos casos los actos que se realizan no 
dependen de la voluntad, y por consiguiente, no pueden considerarse acciones 
penalmente relevantes.  
 
En lo que respecta a la omisión, que puede ser penalmente relevante como la 
acción, como sabemos el Derecho Penal no sólo contiene normas prohibitivas sino 
también, aunque en menor medida, normas imperativas que ordenan acciones 
cuya omisión puede producir resultados socialmente nocivos. La infracción de 
estas normas imperativas es lo que constituye la esencia de los delitos de omisión. 
Lo que el legislador castiga en éstos es la no realización de la acción mandada. El 
sujeto autor de la omisión debe de estar en condiciones de poder realizar la 
acción, si no existe tal posibilidad de acción, por las razones que sean, no puede 
hablarse de omisión. 
 
- La Tipicidad 
Cuando una conducta es considerada típica, se refiere a que esta debe estar 
definida como delito en un tipo penal.  
 
Para Hurtado Pozo (1987) la tipicidad como uno de los elementos de la conducta 
punible, existirá cuando la conducta de un sujeto se encuentre establecida en la 
ley,  es  decir, cuando una acción concreta reúne las características señaladas en 
un tipo legal, se dice que se adecúa al tipo, que es una acción típica. La calidad de 
una acción de adecuarse a un tipo legal sería la tipicidad. (p. 179).  
 
Para Muñoz Conde (1989), la tipicidad es la adecuación de un hecho cometido a 
la descripción que de ese hecho se hace en la ley penal legislativa. Por imperativo 
del Principio de Legalidad5, en su vertiente del nullum crimen, nulla poena sine 
                                                        
5 Nuestra legislación recoge este Principio en el artículo 1 del Código Penal que reza: “Principio de 
legalidad. Ninguna persona podrá ser condenada por una acción u omisión que no esté prevista 
como delito o falta por ley penal anterior a su realización. Las medidas de seguridad y las 
consecuencias accesorias sólo podrán aplicarse cuando concurran los presupuestos establecidos 
previamente por la ley. No será sancionado ningún delito o falta con pena, medida de seguridad o 





lege, solo los hechos tipificados en la ley penal como delitos pueden ser 
considerados como tales. Este mismo autor, estima al tipo penal, como la 
descripción de la conducta prohibida que lleva a cabo el legislador en el supuesto 
de hecho de una norma penal. (pp. 47-48). En otras palabras, es la descripción de 
una conducta antijurídica, típica y culpable. 
  
Jiménez de Asúa (1997), enuncia que: 
 
La vida diaria nos presenta una serie de hechos contrarios a la norma y 
que, por dañar en alto grado la convivencia social, se sancionan con una 
pena. El Código o las leyes los definen y los concretan, para poder 
castigarlos. Esa descripción legal, desprovista de carácter valorativo según 
el creador de la teoría, es lo que constituye la tipicidad. Por tanto, el tipo 
legal es la abstracción concreta que ha trazado el legislador, descartando 
los detalles innecesarios para la definición del hecho que se castiga en la 
ley como delito. (p. 154). 
 
De Toledo y Ubieto y Huerta Tocildo, (1986), mencionan que: 
 
La tipicidad es, ciertamente, un indicio de que la conducta puede ser 
antijurídica (regla general), pero es tan sólo un indicio destruible mediante la 
prueba en contrario que puede suponer la presencia de una causa de 
justificación (excepción).   
Siguen ampliando, y dicen para que el carácter antijurídico se 
confirme, es preciso, en efecto, una posterior verificación: la de que el 
sujeto, al actuar típicamente, no lo ha hecho al amparo de una norma 
permisiva (causa de justificación) que excepciona, respecto de él, la general 
                                                                                                                                                                         
podrán imponer, bajo ningún motivo o circunstancia, penas o consecuencias accesorias 
indeterminadas. Las leyes penales, en tanto fundamenten o agraven la responsabilidad penal, no 
se aplicarán a casos distintos de los comprendidos expresamente en ellas. Por ningún motivo la 
Administración Pública podrá imponer medidas o sanciones que impliquen privación de libertad.” 
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prohibición u orden emitida desde la norma prohibitiva o preceptiva que ha 
vulnerado. Cuando es así, el indicio al que aludíamos quedará plenamente 
confirmado y la conducta habrá de estimarse, además de típica, antijurídica. 
Si, por el contrario, concurren una norma prohibitiva o preceptiva y una 
norma permisiva, esta última hará decaer aquélla, destruirá el indicio y 
provocará la apreciación de la tipicidad pero no de la antijuridicidad del 
comportamiento. (p. 183). 
Con lo señalado en líneas anteriores, podemos concretizar que a cada una de las 
características del delito le corresponde un determinado aspecto negativo, esto 
quiere decir que cuando la acción ejecutada no encaja en algunas de las figuras 
delictivas descritas por el legislador, el acto atípico es penalmente irrelevante, ya 
que todo hecho atípico carece de valor para el Derecho Penal desde el punto de 
vista de la ley constituida, aún cuando el mencionado hecho pueda ser antijurídico. 
 
Atendiendo a la definición de tipo y tipicidad, encontramos que el tipo penal 
encierra en sí, el elemento antijurídico porque el legislador crea las figuras penales 
por considerar antijurídicos los comportamientos que en ellas se describen y les 
asigna penas porque esas conductas son opuestas a los valores que el Estado 
tutela, por tanto el que actúa típicamente actúa también antijurídicamente, 
mientras no exista una causa de exclusión del delito.6 
 
Es importante no confundir la atipicidad con la ausencia de tipo, ya que la primera 
es que la conducta desplegada no encuadra en la descripción que ya existe, 
mientras que la segunda es cuando no existe una descripción de una conducta 
que la sociedad considera debería ser incluida en la clasificación de los delitos. 
                                                        
6 Nuestro Código Penal en su artículo 6 refuerza el principio de legalidad al contener la Garantía 
jurisdiccional y de ejecución que establece: “No podrá ejecutarse pena ni medida de seguridad sino 
en virtud de sentencia firme dictada por los tribunales de justicia competentes, de acuerdo con las 
leyes procesales. Tampoco podrá ejecutarse pena ni medida de seguridad en otra forma que la 
prescrita por la ley y reglamentos que la desarrollan. La ejecución de la pena o de la medida de 
seguridad se realizará bajo el control de los jueces y tribunales competentes, de conformidad con 





La ausencia del tipo presupone imposibilidad de dirigir la persecución contra el 
autor de una conducta no descrita en la ley, incluso aunque sea antijurídica, a esto 
se refiere que no hay delito sin tipicidad.   
  
No toda conducta típica es antijurídica, pero si indicativa de ella, debe tenerse 
mucho cuidado de no considerar que toda conducta típica sea antijurídica, porque 
en el momento en que existen causas de justificación o de manera general de 
exclusión, no se da la antijuricidad. 
 
La ausencia de tipicidad imposibilita la persecución penal del autor de una 
conducta que al momento de su comisión no esté descrita en la ley como delito y 
no puede causar responsabilidad penal, aunque como actos antijurídicos puedan 
ser objeto de responsabilidad civil, administrativa, disciplinaria etc.  
  
Establecido la definición del tipo, es necesario ocuparnos de los elementos del tipo 
penal: 
 
El autor Plascencia Villanueva (2000), considera que: 
 
Los elementos del tipo penal aluden a aspectos de subjetividad, 
normatividad y descriptividad, en términos amplios, sin embargo, en 
particular, guardan un contenido vinculado íntimamente a los conceptos de 
acción, sujeto activo, sujeto pasivo, bien jurídico, objeto material, dolo, 
culpa, actividad o inactividad corporal, resultado, medios y referencias de  
tiempo, lugar u ocasión. (pp. 102-103). 
 
Siendo para este mismo autor (2000), los elementos subjetivos, las 
especiales cualidades internas, intelectuales o intangibles que exige el tipo 
penal al sujeto activo, en algunos casos de necesaria presencia como es el 
caso de la voluntabilidad y imputabilidad, y en otros con un carácter variable 
siendo tal el caso el dolo o la culpa, y el animus en el sujeto activo. (p. 106) 
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Los catedráticos Cuarezma Terán y Houed Vega (2000), los conceptualizan así: 
 
Los normativos, son aquellos que sólo se pueden captar mediante un acto 
de valoración, que pueda estar referido a la significación cultural de un 
hecho (estupro condicionado a que la mujer sea honesta, de buena fama), o 
a una valoración consistente en la significación jurídica de alguna 
circunstancia del hecho.  
 
Elementos descriptivos, son los que el autor puede conocer a través de los 
sentidos, sin hacer una especial valoración como en el caso de cosa 
mueble en el delito de hurto.  (pp. 296-297). 
 
-  La antijuricidad  
La antijuricidad es un juicio negativo de valor que recae sobre  un  comportamiento 
humano y que indica que ese comportamiento es contrario a las exigencias del  
ordenamiento jurídico. 
 
También podemos decir que es una acción típica que no está justificada y consiste 
en la falta de autorización de la acción típica. 
 
Luzón Peña (2000), manifiesta que: 
 
En sentido formal la antijuridicidad es una relación entre la acción o 
conducta y el Derecho, concretamente la contrariedad a Derecho de 
la conducta. La acción es antijurídica si es contraria a las normas 
jurídicas y por tanto es prohibida y desvalorada por las mismas.  Ha 
de comprobarse que la conducta que realiza el tipo en sentido 
estricto o indiciario no está cubierta por ninguna causa de 








Bacigalupo (1974), expresa que: 
 
Cuando alguien realiza un tipo penal, ya con ello lesiona un bien 
jurídico. Si una persona mata a otra, se apodera ilegítimamente de 
una cosa total o parcialmente ajena o falsifica un documento, es 
decir, si realiza un tipo, habrá que comprobar si, además de haber 
realizado el tipo, está sin embargo amparada o no por la existencia 
de alguna permisión, o sea por esas normas que no establecen 
prohibiciones ni mandatos, sino determinadas autorizaciones para 
realizar una acción prohibida en la ley penal. El tema de la 
antijuricidad, pues, concretamente definido, es el de saber si la 
realización de una acción típica está o no amparada por una causa 
de justificación. (p. 59) 
 
Podemos resumir de los conceptos antes descritos, que la antijuricidad es la 
contradicción del tipo penal de una norma prohibida con el ordenamiento jurídico. 
 
Así mismo, la antijuricidad requiere para su existencia de dos presupuestos; 
primero que se dé como consecuencia de la tipicidad, esto es, que la tipicidad, se 
traduzca simplemente en un indicio de antijuricidad, y ésta solo cobre vigencia en 
los casos en que no se presente una causa de justificación; y segundo, la 
existencia de un desvalor de acción y de resultado en el comportamiento 
desplegado por el sujeto activo, lo cual se traduce en que la acción y el resultado 
ocasionados con motivo de la primera deben analizarse de manera conjunta y bajo 
ninguna circunstancia de manera independiente. 
 
De igual manera, las causas de justificación constituyen el elemento negativo del 
elemento antijuricidad y son condiciones cuya presencia extermina totalmente a 
una conducta típica frente a la ley. Esa ausencia antijurídica impide que pueda 




- La culpabilidad 
Es la reprochabilidad jurídica penal; culpable es quien pudiendo, no se ha motivado 
ni por el deber impuesto por la norma, ni por la amenaza penal dirigida contra la 
infracción de la mismas. Es ante todo personal sólo se puede ser culpable de las 
propias acciones. 
 
En nuestro sistema de Derecho Penal, la culpabilidad siempre será un juicio sobre 
un hecho y no sobre la vida del autor, de manera que excluimos la idea de la 











LAS CAUSAS DE ATIPICIDAD 
 
Hemos expresado en el Capítulo anterior que la ausencia del tipo presupone la 
absoluta imposibilidad de dirigir la persecución contra el autor de una conducta no 
descrita en la ley, incluso aunque sea antijurídica.  Y, que nos encontramos ante 
una ausencia de tipicidad, cuando falta algún elemento del tipo, como, el sujeto 
activo, el sujeto pasivo, el objeto, el lugar, el medio o la ocasión; por lo cual no se 
puede proceder contra el autor de la conducta. 
 
Debemos entender esto, que el tipo penal encierra en sí, el elemento antijurídico, 
porque esas conductas son opuestas a los valores que el Estado tutela, por tanto, 
el que actúa típicamente actúa también antijurídicamente. 
 
De lo antes señalado, podemos decir que la falta de tipicidad en el delito, elemento 
esencial del mismo, produce su inexistencia ya que la falta es esencial para lograr 
el encuadramiento de dicha conducta antijurídica y así estar en posibilidades de 
consignar y sancionar, no sí antes el juzgador constate que el delito cumpla con 
los requisitos exigidos por la ley y se encuentre envestido de sus elementos 
constitutivos.  
 
2.1.   CONCEPTO 
Las causas de atipicidad, “son circunstancias que excluyen la tipicidad de la 





Luzón Peña (1996), expresa que: 
 
Dentro de las causas de atipicidad, o de exclusión de la tipicidad en 
sentido estricto hay que distinguir, por una parte, causas que excluyen 
ya el tipo legal en el sentido de tipo indiciario del injusto, de modo que 
no hace falta seguir buscando circunstancias materiales de justificación, 
porque la conducta de entrada no es jurídico penalmente relevante, y 
por otra parte, causas de exclusión, sólo de la tipicidad penal, en el 
sentido de que la conducta no llega a estar jurídicamente permitida o 
justificada, pero no es lo suficientemente grave como para constituir un 
injusto penal. (p. 558). 
 
2.2.  CAUSAS GENERALES 
De la amplia gama de comportamientos antijurídicos que se dan, el legislador 
selecciona los más intolerables y lesivos para los bienes jurídicos, y los amenaza 
con una pena, describiéndolos en el supuesto de hecho de una norma penal 
(Muñoz Conde, 1989, p. 47).  
 
Como lo afirma Jiménez de Asúa (2003), que:  
 
Existe ausencia de tipicidad en dos supuestos: el primero, cuando no 
concurren en un hecho concreto todos los elementos del tipo descrito en el 
CP o en las leyes penales especiales, y puesto que son varias las 
relaciones y elementos de los tipos, distintas son también las hipótesis que 
pueden concebirse (atipicidad, propiamente dicha); y el segundo, cuando la 
ley penal no ha descrito la conducta que en la realidad se nos presenta con 







Para enmarcar lo relacionado a las causas de atipicidad, en el siguiente apartado 
nos referiremos al error de tipo y al error de prohibición, para determinar cuándo 
se excluye la responsabilidad penal. 
 
2.2.1. El error de tipo. El error de tipo supone que la persona ignora que la 
conducta que realiza está tipificada, o que desconoce erróneamente algunos de 
los elementos objetivos del tipo penal, de forma que puede decirse que la persona 
cuando actúa no sabe lo que hace. 
 
Expresa Muñoz Conde (1989), y describe que: 
 
El autor debe conocer los elementos integrantes del tipo injusto, cualquier 
desconocimiento o error sobre la existencia de algunos de estos elementos 
excluye, por tanto el dolo y todo lo demás, si el error fuera vencible, deja 
subsiguiente el tipo de injusto de un delito imprudente. 
 
El error sobre cualquier otro elemento perteneciente a distintas 
categorías al tipo carece de relevancia a efectos de tipicidad. Sólo el error 
sobre los elementos del tipo excluye el dolo, por ello es llamado error de 
tipo. (p. 66). 
 
2.2.1.1. Afectación del error a los elementos típicos. De acuerdo a la 
clasificación del autor Muñoz Conde (1989, p. 66), el error puede recaer sobre 
diferentes elementos típicos. Distinguiéndose: 
  
- Error sobre el objeto de la acción (error in objecto vel in persona). Se refiere 
a la equivocación en torno al objeto hacia el cual se dirige el comportamiento 
del sujeto activo, es decir, la actividad del sujeto se dirige a un objeto 
determinado pero previamente éste es confundido por otro, en principio es 
irrelevante la equivocación; lo mismo da que A se apodere del automóvil de B 
que creía propiedad de C o que mate a D en lugar de a J.  
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- Error sobre la relación de causalidad. En principio, las desviaciones 
inesenciales o que no afectan a la producción del resultado querido por el 
autor son irrelevantes; A dispara contra B con ánimo de matarle, hiriéndole 
gravemente, B muere a los pocos días a causa de la gravedad de la herida; 
pero si el resultado se produce de manera desconectada a la acción del 
autor, se imputará el hecho como tentativa. (En el ejemplo anterior, B muere 
posteriormente a consecuencia del incendio en el hospital). 
 
- Error en el golpe (aberratio ictus). Se integra cuando el sujeto dirige su 
actividad a un objeto determinado pero por desviación su actividad recae  en 
otro distinto, más que un error se trata en este caso de una desviación  
externa de la actividad del sujeto. Generalmente, se da en delitos contra la 
vida y la integridad física, cuando el autor por su mala puntería alcanza al 
otro sujeto distinto del que quería dañar.  
 
- Dolus generalis. Cuando el autor cree haber consumado el delito cuando en 
realidad se produce por un hecho posterior. Aquí se aprecia un solo delito 
consumado doloso; el sujeto tras haber estrangulado a su víctima y en la 
creencia de que la ha matado la tira por un precipicio para ocultar su delito, 
siendo entonces, cuando la víctima que sólo estaba desvanecida, muere 
realmente a consecuencia del golpe en la caída. 
 
- Error sobre los elementos accidentales. Esto determina la no apreciación de 
la circunstancia agravante o atenuante.  
Luzón Peña (1996) expresa que: 
El error sobre la concurrencia de los presupuestos objetivos de una causa 
de atipicidad penal es un error de tipo, excluyente en todo caso del dolo y 
que pueda dar lugar a imprudencia o caso fortuito según que objetivamente 
sea vencible a invencible (aquí solo sostienen consecuencias distintas para 
el error sobre causas de justificación la teoría estricta de la culpabilidad, 





De lo anterior, podemos comprender que para actuar dolosamente el sujeto debe 
saber qué es lo que hace y conocer los elementos que caracterizan su acción 
como típica. No es necesario que conozca elementos pertenecientes a la 
antijuridicidad, culpabilidad o a la penalidad. 
 
Si el autor no conoce los elementos del tipo objetivo no actúa con dolo y se está 
ante un caso de error de tipo, por ello la conducta es atípica porque no hay dolo, 
ya que el error de tipo afecta el dolo. 
 
El error de tipo se da cuando el hombre no sabe lo que hace, y se elimina la 
tipicidad dolosa. 
 
En síntesis el que actúa en error de tipo puede tener un conocimiento perfecto del 
contenido de las leyes penales, pero un error le impide llegar a conocer que está 
realizando un hecho delictivo, por ejemplo7: 
 
- A dispara sobre B con ánimo de matar, le produce una herida sin riesgo para 
la vida. B es trasladado a un hospital donde fallece en un incendio que en el 
mismo se produce. 
   
- A, con ánimo de matar, arroja a B a un río desde un puente. B fallece no por 
inmersión sino por el golpe que sufre en la cabeza al estrellarse contra uno de 
los pilares del puente. 
   
- A hiere a B con un hacha y B fallece no del golpe de hacha sino de la 
infección que le produce la herida. 
 
2.2.1.2. Tratamiento jurídico-positivo del error de tipo (Chinchilla Sandoval, 
1994, en línea)  
 
                                                        
7 Berdugo Gómez de la Torre, Ignacio. Casos Especiales de Error de Tipo. 
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- Error sobre elementos esenciales  
Cuando nos encontramos ante el tema del error sobre los elementos esenciales, 
pueden suceder dos cosas; primero, que el error sea invencible, y segundo, que 
sea vencible. Ambas situaciones reportan resultados jurídicos diversos, que 
pasamos a estudiar.  
 
- Error invencible  
Se presenta cuando el error no se hubiese logrado evitarse ni aun aplicando la 
diligencia debida (error no imprudente), se excluye el dolo, ya que no existe el 
conocimiento de todos o algunos de los elementos del tipo objetivo. 
 
En consecuencia, estaremos ante la impunidad de la conducta realizada, ello por 
la razón que en el sistema moderno únicamente contamos con tipos dolosos o 
culposos, y la simple causación de un resultado lesivo sin dolo ni culpa resulta 
atípico.  
 
Este tipo de error invencible se encuentra recogido en el artículo 25 CP de 
Nicaragua en la primera parte de párrafo primero, al señalar el mismo que " El 
error invencible sobre un hecho constitutivo de la infracción penal excluye la 
responsabilidad  penal”.  
 
- Error vencible 
Es aquel que hubiese podido evitarse si se hubiera observado el deber objetivo y 
subjetivo de cuidado.   
 
La problemática del error vencible discurre por otros caminos, atendidas las 
circunstancias del hecho y las personales del autor. 
 
En definitiva, el error vencible excluirá el dolo pero no la imprudencia. El error 
vencible es aquel que hubiese podido evitarse si se hubiera observado el debido 





Este tipo de error vencible se encuentra recogido en el artículo 25 CP de 
Nicaragua en la segunda parte de párrafo primero, al señalar el mismo que "Si el 
error fuera vencible, la infracción será castigada, en su caso, como imprudente”. 
 
2.2.2.  El error de prohibición. El error de prohibición se produce, cuando el 
sujeto conoce todos los elementos fundamentadores o presupuestos de la 
prohibición y, sin embargo, por un error inconsecuente con tal conocimiento y por 
tanto no razonable para el hombre medio ideal desde la perspectiva del Derecho, 
desconoce la valoración negativa y prohibición jurídica de esa conducta. 
 
Lo anterior, se refiere que se dará cuando en el momento de su actuación al sujeto 
le falte el conocimiento de la antijuricidad, bien por tener una representación 
positiva de la licitud de la conducta, bien por no tener ninguna representación.  
 
Muñoz Conde (1989), expresa que: 
 
Junto a la capacidad de la culpabilidad o imputabilidad, constituye también 
el elemento de la culpabilidad el conocimiento de la antijuricidad. Quien 
realiza dolosamente en tipo penal actúa, por regla general, con 
conocimiento de la ilicitud de su hacer. No obstante, el conocimiento de la 
antijuricidad no es un elemento superfluo de la culpabilidad sino, al 
contrario, un elemento principal y el que le da su razón de ser. 
Lógicamente, la atribución que supone la culpabilidad solo tiene sentido 
frente a quien conoce que su hacer está prohibido. La función motivadora 
de la norma penal solo puede ejercer su eficacia a nivel individual si el 
individuo en cuestión, autor de un hecho prohibido por la ley penal (por 
tanto, típico y antijurídico), tenía conciencia de la prohibición, pues, de lo 





Existe error de prohibición no solo cuando el autor cree que actúa 
lícitamente, sino también cuando ni siquiera se plantea la licitud o ilicitud de 
su hecho. Error de prohibición puede referirse a la existencia de la norma 
prohibitiva como tal (error de prohibición directo) o a la existencia, limites o 
presupuestos objetivos de una causa de justificación que autorice la acción, 
generalmente prohibida, en un caso concreto (error de prohibición indirecto 
o error sobre las causas de justificación). (p. 144). 
 
En el primer caso, el autor desconoce la existencia de una norma 
que prohíbe su hacer; en el segundo; el autor sabe que su hacer está 
prohibido en general, pero cree que en el caso concreto se da una causa de 
justificación que lo permite. (p. 144).  
 
En este sentido, Olaizola Nogales (2007), considera que: 
 
El error de prohibición directo, se producirá no sólo cuando el sujeto se 
representa positivamente que no actúa de modo antijurídico, sino ya cuando  
le falta la conciencia de la antijuricidad sin que hubiera reflexionado sobre 
tal posibilidad, puesto que la persona que no tiene la menor idea de que 
actúa de forma antijurídica no empleará ni un solo pensamiento sobre si su 
conducta es o no conforme Derecho. (p. 89). 
 
Sigue manifestando la autora, que el error sobre la validez de la 
norma, se produce cuando el sujeto conoce la norma prohibitiva, pero la 
considera nula, ya sea porque considera que el órgano que la dictó no era 
competente por faltarle competencia legislativa; o bien porque considera 
que vulnera una norma de rango superior; o considera que de forma 
general dicha norma ha perdido su vigencia; o el sujeto ignora que con su 





 Asimismo, se denominará error de subsunción, al error de 
interpretación del significado jurídico exacto de un elemento normativo, 
debido al cual se cree equivocadamente que el supuesto de hecho no 
encaja en ese concepto normativo. (p. 92). 
 
En cambio, el error de prohibición indirecto, se da en aquellos supuestos en los 
que el sujeto, teniendo conocimiento exacto de la situación objetiva en la que se 
dispone a intervenir sufre un error sobre la existencia o los límites de una causa de 
justificación. 
 
Para Muñoz Conde (1989), un paso importante supuso la teoría del dolo, según la 
cual ésta exigía, como forma de la culpabilidad, tanto el conocimiento de los 
elementos del tipo como el de la antijuricidad. Para esta teoría, el tratamiento del 
error debería de ser el mismo en todos los casos: excluir la culpabilidad si el error 
era invencible; excluir el dolo, pero castigar por imprudencia, si era vencible. Para 
la teoría del dolo, el error, tanto si era error de tipo como si era de prohibición, 
recibía el mismo tratamiento. (p. 145). 
 
Es decir, cuando el individuo actúa dolosamente cuando quiere ejecutar una 
acción ilícita, conoce la ilicitud de su comportamiento, lo realiza y también quiere 
su resultado, no habrá exclusión de la culpabilidad. 
 
La doctrina española defendía la teoría del dolo, considerando a esta, conforme a 
la teoría causal de la acción, como forma de la culpabilidad. Por tanto, 
consideraba que el error vencible, tanto de prohibición como de tipo, excluía el 
dolo, pero no la imprudencia. (Muñoz Conde 1989, p. 145). 
 
2.2.2.1. Vencibilidad e invencibilidad del error de prohibición. Podemos decir 
que la vencibilidad, es la posibilidad por parte del autor de haber llegado al 




Para Olaizola Nogales (2007, p. 155), un error de prohibición será vencible cuando 
el autor tuvo la posibilidad de conocer el carácter prohibido de su conducta. Es lo 
que se denomina conocimiento potencial de la antijuridicidad.  
 
En otro sentido, si el sujeto en el momento de realizar el acto no tuviera motivo 
para dudar sobre la legalidad de su acto y por ello, al no tener motivo para dudar 
sobre la cualidad legal de su acto, no se informará su error se considerará 
invencible. 
 
El error de prohibición es vencible, o al menos el sujeto tiene motivos suficientes, 
para informarse, cuando es consciente de que con su comportamiento perjudica  a 
otro o a la colectividad.  
 
Cuando no existe esta situación se habrá de apreciar un error de prohibición 
invencible a favor del sujeto que no ha conocido la antijuridicidad de su conducta. 
En otras palabras será invencible cuando el sujeto pese al esfuerzo de conciencia 
que le era exigible, no pudo alcanzar la comprensión de la no conformidad a 
derecho. 
 
En resumen, el error de prohibición tanto si es directo, sobre la existencia de la 
norma prohibida, como si es indirecto, sobre la existencia de límites o 
presupuestos objetivos de una causa de justificación, no incide en la configuración 
típica, dolosa o culposa, del delito. Sino en la culpabilidad, entendiéndose que una 
persona sería culpable cuando ha cometido una acción ilícita, antijurídica, típica en 
forma libre y voluntaria, pudiendo él no realizarla.  
 
El error de prohibición, lo que afecta es el conocimiento de la desaprobación 






En otras palabras, el autor desconoce la existencia de la norma jurídica que 
prohíbe u ordena la conducta que se dispone a realizar, o porque desconoce el 
alcance de la prohibición, lo que lleva a realizar una interpretación equivocada de 
la misma o porque se equivoca sobre la validez de la norma de prohibición; bien 
porque cree que ha sido derogada, o no es eficaz o no está vigente. 
 
El Código Penal de Nicaragua, recoge este error en el artículo 26 que reza “El 
error invencible sobre la ilicitud del hecho constitutivo de la infracción penal 
excluye la responsabilidad penal. 
 
Si el error sobre la prohibición del hecho fuera vencible, se impondrá una pena 
atenuada cuyo límite máximo será el límite inferior de la pena prevista en la ley 
para el delito o falta de que se trate y cuyo límite mínimo podrá ser la mitad o la 
cuarta parte de éste.” 
 
2.3. DIFERENCIA ENTRE EL DENOMINADO ERROR DE TIPO Y ERROR DE 
PROHIBICIÓN 
Manifiesta Chinchilla Sandoval, C. (1994 en línea), que la distinción que ahora se 
utiliza entre error de tipo y error de prohibición no se ha logrado imponer sino 
hasta tiempos recientes. Anteriormente imperaba la utilización de los términos 
diferenciadores que provenían del derecho civil, que distinguía entre error de 
hecho (error facti) y error de derecho (error iuris).  El error de hecho era aquel que 
recaía sobre las circunstancias fácticas del delito; por su parte, el error de derecho 
recaía sobre las circunstancias jurídicas valorativas del delito.  
 
Lo que indica que el error de hecho se presenta cuando el actor tiene una 
equivocada representación de una circunstancia a que se haga referencia en el 
tipo legal, a través de los denominados elementos descriptivos y normativos. En 
cambio el autor que desconoce el carácter ilícito de su acto, obra bajo la influencia 
de un error de derecho. El es consciente de todos los elementos típicos del acto 




Por su parte, la doctrina hoy guarda completo acuerdo en cuanto a la 
determinación de los términos y se ha abandonado la vieja fórmula de error de 
hecho y de derecho; tal abandono se presentó, al admitirse la categoría de los 
elementos normativos del tipo, que implicaban valoración ya en la tipicidad.  Uno 
de los aspectos polémicos que aún persiste dentro del error, es acerca de los 
presupuestos típicos de las causas de justificación y si en definitiva se consideran 
error de tipo, o en su caso, error de prohibición. 
 
El error de tipo supone el desconocimiento de alguno o todos los elementos del 
tipo de injusto, por lo cual, se considera que no existe dolo alguno. Por su parte, el 
error de prohibición afecta a la significación antijurídica del hecho, ya por creer que 
éste no está prohibido, ya por creerse el autor legitimado para hacerlo (error sobre 
la justificación de la conducta). Por tanto, dentro del error de prohibición 
encontramos, tanto el error sobre la licitud de la conducta, como el error sobre la 
concurrencia de alguna causa de justificación o exclusión de lo injusto.  
 
2.4. CASOS HIPOTÉTICOS, PARA IDENTIFICAR LA DIFERENCIA ENTRE 
ERROR DE TIPO Y ERROR DE PROHIBICIÓN 
Aún con lo expresado en líneas anteriores, en la práctica siempre nos 
encontramos con la dificultad de diferenciar e identificar correctamente el error de 
tipo y el error de prohibición, por lo que a continuación se analizará dicha 
diferencia a través de los siguientes ejemplos en casos específicos: 
 
- “A” cree que le va a matar un ladrón y le dispara para defenderse. En 
realidad era su amigo “B” que estaba bromeando. 
Estamos ante un error de prohibición Indirecto, ya que “A” tiene un error en la falsa 
percepción sobre los límites de una causa de justificación no previsto en el 
ordenamiento jurídico, a pesar que su conducta está justificada por tratarse de 






- Una mujer embarazada ingiere un tranquilizante que resulta ser un 
abortivo y que le provoca un aborto. 
En el presente caso se está ante un error de tipo vencible, ya que hay error en la 
percepción de la mujer embarazada, al creer que ingería un tranquilizante en lugar 
de un barbitúrico. El efecto de este error de tipo es de vencible, por que la mujer 
tuvo la posibilidad de poner un mínimo de atención a fin de leer la etiqueta del 
barbitúrico, poniendo de esta manera, atención al medicamento.  
 
- “A” acciona una arma que cree descargada, pero está cargada y causa 
la muerte de “B” 
En el presente caso se está ante un error de tipo vencible, debido a la mala 
percepción de uno de los elementos objetivos de “A” al accionar el arma, que él 
creía descargada. Esto se vuelve vencible porque “A” tuvo en todo momento la 
capacidad y oportunidad de verificar el estado del arma, antes de accionarla en 
sobre la humanidad de “B” la falta de cuidado provocó la muerte de este último. 
Este tipo de error vencible elimina el dolo pero deja subsistente la culpa. 
 
- Un estudiante regala un analgésico a un compañero y en realidad es un 
barbitúrico. 
En el presente caso se está ante un error de tipo vencible, debido a la mala 
percepción de uno de los elementos objetivos, en lo que hace al analgésico, y 
porque, el estudiante que regaló el supuesto analgésico tuvo la posibilidad de 
verificar qué clase de medicamento es el que regalaba a su compañero.  
 
- Una mujer embarazada proveniente de un país en que no está penado el 
aborto, ingiere un abortivo, creyendo que no está prohibido hacerlo. 
Estamos ante un error de prohibición directo, por el desconocimiento de parte de 
la mujer embarazada, de la ilicitud de la conducta, es decir que el aborto, está 





- Una mujer gorda regala un barbitúrico a su amiga, para adelgazar, 
ignorando que está prohibido. 
Estamos ante un error de prohibición directo. Aquí la persona que regaló el 
barbitúrico desconocía que esta conducta estaba prohibida y desde luego penada. 
Recayendo así en el desconocimiento de la norma. 
 
- Un cliente toca un jarrón sin saber que sirve de apoyo a una estantería 
que se desploma rompiendo un muñeco. 
En el presente caso se está ante un error de tipo vencible, ya que el cliente a 
pesar de la falsa percepción de uno de los elementos objetivos, no prestó un 
mínimo de atención a su conducta, de tocar el jarrón sin saber  que éste servía de 
apoyo a una estantería. 
 
- Un sujeto se lleva una chaqueta ajeno creyendo que es el propio. 
En el presente caso se está ante un error de tipo vencible, ya que el sujeto a pesar 
de haber sufrido de una mala percepción de uno de los elementos objetivos, pudo 
verificar si el abrigo que tomaba era o no el suyo. 
 
- Un indígena rompe un muñeco en un comercio porque cree conforme a 
las creencias del lugar del que proviene poderes maléficos y que le 
causará la muerte. 
Estamos ante un error de prohibición indirecto, ya que recae sobre los 
presupuesto de una conducta de justificación, ya que el indígena creía que si 
destruía al muñeco rompería los maleficios y no moriría. Es por esto que el 
indígena se equivocó sobre la existencia de una causa de justificación no prevista 










- Un sujeto se lleva un abrigo ajeno porque piensa usarlo y devolverlo al 
día siguiente creyendo que eso no es delito. 
Estamos ante un error de prohibición indirecto, ya que recae sobre los 
presupuestos de una causa de justificación, ya que el sujeto se equivoca sobre la 
existencia de una causa de justificación no previsto en el ordenamiento jurídico. 
Esto porque este sujeto pensó que con el hecho de devolverlo luego de usarlo no 












LAS CAUSAS DE JUSTIFICACIÓN 
 
Después de haber estudiado el contexto de Delito y Tipicidad en los capítulos 
anteriores, se dejó establecido, que se actúa típicamente cuando una persona se 
comporta de manera tal que realiza el tipo contenido en una norma prohibitiva o 
preceptiva, y se debe de afirmar que ha actuado típicamente. Así mismo se 
determinó que la tipicidad es un indicio de que la conducta puede ser antijurídica, 
pero esa conducta puede no ser antijurídica si se presenta una causa de 
justificación o excepción.  En consecuencia en este apartado nos ocuparemos de 
estudiar lo relacionado a las causas de justificación, mismas que se presentan en 
los casos de conflictos entre dos bienes jurídicos, donde se busca salvar el bien 
jurídico preponderante para el Derecho. 
 
Esto nos expresa, que debemos tener en cuenta que no toda acción típica es 
siempre antijurídica; si existe una causa de exclusión del injusto, estamos ante 
una acción que no puede llegar a ser delito. El delito queda excluido por las 
causas de justificación. 
 
En las causas de justificación la persona actúa en condiciones normales de 
imputabilidad; obra con voluntad consciente, pero su acto no es delictivo por ser 
justo, conforme a Derecho. La situación especial en que cometió el hecho 
constituye una causa de justificación de su conducta. 
 
La consecuencia de las causas de justificación, será que la conducta justificada no 
será posible exigirle responsabilidad penal, tampoco civil, puesto el que actúa 





confieren un Derecho para actuar, dejando sin efecto una prohibición o liberándolo 
del cumplimiento de un mandato. 
 
Por causas de justificación debemos entender que, son las condiciones que tienen 
el Derecho de eximir de responsabilidad de una conducta típica establecida en la 
legislación penal; dicho de otra forma, son las situaciones que reconoce el 
Derecho, en las que la ejecución de un hecho típico se encuentra permitido, ya 
que suponen normas permisivas que autorizan, bajo ciertas circunstancias, la 
realización de actos generalmente prohibidos. De tal manera que debemos 
considerarlas como normas que están dirigidas a situaciones específicas que 
excluyen la antijuridicidad de un determinado comportamiento típico. 
 
Podemos afirmar que la Ley es fuente de causas de justificación, en virtud que ella 
impone a los ciudadanos determinadas obligaciones y les concede determinados 
derechos, de modo que, si un ciudadano realiza una conducta típica, pero 
cumpliendo con un deber que le impone la ley o ejerciendo legítimamente las 
facultades que les confiere un derecho, no puede constituir una acción antijurídica. 
 
Antes de presentar cada uno de los conceptos de causas de justificación que la 
Doctrina ha formulado, debemos hacer una distinción general, entre lo que es 
causas de justificación, causas de inimputabilidad y de inculpabilidad. 
 
De tal forma, que cuando una acción está amparada por una causa de 
justificación, el hecho es conforme a Derecho; no es delito y, por tanto, no se le 
aplica pena. Conforme a esto, no siendo el hecho delito, el autor del hecho no es 
punible y tampoco lo serán los que hayan participado o colaborado de algún modo 
en su realización. 
 
En cambio, cuando en una acción media una causa de inimputabilidad (ej.: el 
autor es demente) o inculpabilidad (ejemplo: error excusable), aunque el hecho 
constituya delito, no se aplicará pena al autor que haya sufrido alguna de esas 
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causas. De manera que, siendo el hecho un delito, la pena no se aplicará al que 
haya sufrido la causal de inimputabilidad o de inculpabilidad, pero sí a los que 
habiendo participado en la acción, no hayan sufrido esas causales. 
 
En síntesis, si hay causa de justificación, la acción no es delito y no se aplica pena 
a nadie: ni al autor ni a los partícipes; en cambio, si hay causal de inimputabilidad 
o de inculpabilidad, no se aplicará pena al inimputable o al inculpable, pero sí a los 
que no lo sean.  Ejemplo: un oficial de policía, con ayuda de un particular detiene a 
un delincuente. Hay causa de justificación, y tanto al policía como al particular que 
le ayudó no se les aplicará pena. En cambio, si un demente y una persona normal, 
matan a un hombre, hay causa de inimputabilidad para el demente, y a él no se le 
aplicará pena, pero sí se le aplicará pena a la persona normal. 
 
A continuación se presentan algunos conceptos Doctrinales referente a las causas 
de justificación. 
 
3.1.  CONCEPTOS 
Según Luzón Peña (1996): 
 
Las causas de justificación son circunstancias eximentes que por 
determinadas razones excluyen la antijuricidad o ilicitud de la conducta en 
principio típica - que realiza en su parte objetiva el tipo positivo, indiciario de 
la antijuricidad-. Por eso se les denomina causas de exclusión de la 
antijuridicidad o del injusto. (p. 574). 
 
Bacigalupo (1974) ha dicho: 
 
Que dentro de las leyes penales hay algunas prescripciones que no 
responden a mandatos y prohibiciones cuyo objeto es la materia descrita en 
el tipo penal, sino que responden a otra especie de normas que expresan la 





Estas prescripciones especiales son las que él llama causas de justificación 
y contienen una permisión. (p. 71) 
 
Muñoz Conde (1989) manifiesta que: 
 
El ordenamiento jurídico no sólo se compone de prohibiciones, sino también 
de preceptos permisivos que autorizan realizar un hecho, en principio, 
prohibido. En Derecho penal la existencia de un hecho típico supone la 
realización de un hecho prohibido, por cuanto el tipo constituye o describe 
la materia de prohibición, es decir, aquel o aquellos hechos que el legislador 
quiere evitar que realicen ciudadanos. Pero en algún caso concreto el 
legislador permite ese hecho típico, en cuanto hay razones políticas, 
sociales y jurídicas que así lo aconsejan. En estos casos, el indicio de la 
antijuricidad que supone la tipicidad queda desvirtuado por la presencia de 
una causa de justificación, es decir, por una causa de exclusión de la 
antijuricidad que convierte el hecho, en sí típico, en un hecho perfectamente 
típico y aprobado por el ordenamiento jurídico. A diferencia de lo que 
sucede con las causas de inculpabilidad, las de justificación no sólo impiden 
que se pueda imponer una pena al autor de un hecho típico, sino que 
convierten ese hecho en lícito, aprobado por el ordenamiento jurídico. (p. 
89). 
 
Cerezo Mir (1985) manifiesta que: 
 
Las causas de justificación llevan ímplicito un precepto permisivo, que 
interfiere las normas de carácter general, mandatos o prohibiciones, dando 
lugar a que la conducta prohibida o la no realización de la conducta 
ordenada, en los delitos de omisión, sea lícita.  (p. 403). 
 




En ciertos casos, el ordenamiento jurídico contempla como adecuados a 
Derecho determinados comportamientos típicos que lesionan o ponen en 
peligro bienes juridicos. En estos casos no hay contrariedad al Derecho, no 
son ilícitos, y reciben el nombre de permisos, construyéndose como 
supuestos de ausencia de antijuricidad formal. Y esta ausencia de 
antijuricidad formal acontece cuando concurre una causa de justificación.   
 
Siguen ampliando, estos mismos autores, y dicen que en los casos 
en los que aunque se haya realizado una conducta típica, se permite o 
autoriza la lesión ocasionada, mediante la técnica de otorgar un derecho de 
actuar. Eso si, siempre que haya discurrido conforme a los cauces y 
requisitos exigidos legalmente (pp. 175-176). 
 
En este mismo orden, Jiménez de Asúa (2003) las define así: 
 
Son causas de justificación las que excluyen la antijuricidad de una 
conducta puede subsumirse en un tipo legal; esto es, aquellos actos u 
omisiones que revisten aspecto de delito, figura delictiva, pero en los que 
falta, sin embargo, el carácter de ser antijurídicos, de contrarios al Derecho, 
que es el elemento más importante del crimen. (p. 192). 
 
Por último el doctrinario  Mir Puig (1998) manifiesta que: 
 
Para la presencia de un delito es preciso, un comportamiento humano 
subsumible en un “tipo” de conducta previsto en prinicipio en la Parte 
Especial del Código Penal. Pero ello no basta, pues puede suceder que tal 
comportamiento típico se halle justificado por la concurrencia de una causa 
de justificación. Faltará entonces la antijuricidad de la conducta y 
desaparecerá la posibilidad de considerar que la misma constituya. 





pero para confirmar si lo es en el caso concreto, habrá que comprobar que 
no concurra niguna causa de justificación. (pp. 415- 416). 
 
Analizando los distintos conceptos enunciados en líneas anteriores, logramos 
identificar que los autores consideran que las causas de justificación son acciones 
que el ordenamiento juridico permite realizar siempre y cuando sean conforme al 
Derecho. También se descubre que las causas de justificación, representan el 
género de eximentes más importantes, ya que se consideran que son las 
eximentes por excelencia. 
 
La eficacia de las causas de justificación, consiste en suprimir el carácter 
antijurídico de una conducta descrita en la ley como delito, eximiendo así a su 
autor de toda responsabilidad penal o extra-penal. 
 
En resumen, las causas de justificación son las autorizaciones que neutralizan las 
normas antepuestas al tipo penal, permitiendo la realización de la acción prohibida 
o la omisión de la mandada. En estos casos, el actor obra en condiciones 
normales de imputabilidad; obra con voluntad consciente, pero su acto no es 
delictivo por ser justo, conforme a Derecho. La situación especial en que cometió 
el hecho constituye una causa de justificación de su conducta.  
 
Como consecuencia de la licitud de las causas de justificación, no será posible 
exigirle al actor responsabilidad penal, tampoco civil, puesto el que actúa conforme 
a Derecho no ofende o lesiona intereses jurídicos ajenos. 
 
3.2.  CONSECUENCIAS DE LAS CAUSAS DE JUSTIFICACIÓN 
A como hemos manifestado en líneas anteriores, las consecuencias de las causas 
de justificación es la impunidad del hecho, siempre y cuando se actúe conforme a 
Derecho. Para ampliar nuestro punto de vista describiremos lo que la Doctrina 
considera al respecto. 
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Muñoz Conde (1989, pp. 89-90) expone que: 
 
A diferencia de lo que sucede con las causas de inculpabilidad, las de 
justificación no sólo impiden que se pueda imponer pena al autor de un 
hecho típico, sino que convierten ese hecho en lícito, aprobado por el 
ordenamiento jurídico. 
 
De ello se derivan importantes consecuencias:  
 
a) Frente a un acto justificado no cabe legítima defensa, ya que ésta 
supone una agresión antijurídica. 
b) La participación (inducción, cooperación, etc.) en un acto justificado 
del autor está también justificada. 
c) Las causas de justificación impiden que al autor del hecho justificado 
puede imponérsele una medida de seguridad o cualquier tipo de 
sanción, ya que su hecho es licito en cualquier ámbito del 
ordenamiento jurídico.  
d) La existencia de una causa de justificación exime de la comprobación 
de la culpabilidad del autor, ya que la culpabilidad sólo puede darse 
una vez comprobada la existencia de la antijuridicidad. 
e) El ámbito de las causas de justificación se extiende hasta donde 
llega la protección normativa del bien que, por renuncia de su titular o 
por mayor importancia de otro, se permite atacar. Toda 
extralimitación en el ejercicio de una causa de justificación o lesión 
de un bien extraño, será por lo tanto, antijurídica. 
 
En este mismo sentido, el autor Bacigalupo (1996, pp.121-122) expone que:  
 






a) Exclusión completa de responsabilidad penal y civil por la realización 
del hecho típico para el autor. 
b) Exclusión completa de responsabilidad penal y civil por la 
colaboración en la realización del hecho típico o la inducción al 
mismo (extensión del efecto justificante a los partícipes): el que 
induce a otro a defenderse dentro de los límites de la defensa 
necesaria o a obrar dentro del estado de necesidad o le preste ayuda 
en esas circunstancias, está justificado de la misma manera que el 
autor. 
c) Exclusión de la posibilidad de defensa necesaria contra el que obra 
justificadamente. 
 
Continúa agregando el autor y señala que estos efectos dependen de 
las siguientes condiciones: 
 
a) La creación intencional de la situación que da lugar a la permisión 
(provocación de la situación) excluye el efecto justificante. 
b) La justificación se limita a la acción necesaria para salvar el bien 
jurídico; es decir, la acción será justificada si dadas las condiciones de la 
causa de justificación concreta el autor no podía realizar ninguna otra 
acción para salvar el bien jurídico; 
c) El autor debe haber obrado con conocimiento de las circunstancias de la 
causa de justificación de que se trata.  
 
En resumen las consecuencias jurídicas de las causas de justificación, derivan en 
la exclusión completa de responsabilidad penal y civil por la realización del hecho 




3.3.  ELEMENTOS SUBJETIVOS DE JUSTIFICACIÓN 
En este apartado se mencionará la parte subjetiva de las causas de justificación, a 
través de las tesis objetivas analizada por la Doctrina, entendida en el sentido del 
conocimiento de la concurrencia en el hecho de los presupuestos objetivos de una 
causa de justificación.  
 
Las causas de justificación tienen “elementos objetivos y subjetivos”. (Muñoz 
Conde, 1989. p. 91) 
 
Para justificar una acción típica no basta con que se dé objetivamente la situación 
justificante, sino que es necesario que el autor conozca esa situación. Así por 
ejemplo, solo puede actuar en legítima defensa quien sabe que se está 
defendiendo.  
 
El elemento subjetivo de justificación no exige, que los móviles del que actúa 
justificadamente sean valiosos, si no simplemente que el autor sepa y tenga la 
voluntad de actuar de un modo autorizado o permitido jurídicamente. Por ejemplo, 
un custodia de reos puede ejercer su profesión porque es un cruel ya que disfruta 
con el dolor ajeno pero, en la medida  en que actúa dentro de los límites legales y 
sepa y quiere actuar dentro esos límites, actúa justificadamente. 
 
Hay algunas causa de justificación como el estado de necesidad que 
excepcionalmente la ley pide expresamente que se obre impulsado por el estado 
de necesidad y para evitar un mal propio o ajeno, lo que inequívocamente implica 
animus salvationis, aunque pese a todo la falta de dicho ánimo puede 
considerarse como la de un requisito inesencial y admitir la eximente incompleta. 
 
De esta misma forma el autor Bacigalupo (1996, p. 135) señala, que la sola 
concurrencia de los elementos objetivos de una causa de justificación no es 





obrado con conocimiento de los elementos objetivos de la causa de justificación y 
para ejercitar el derecho de defensa, de necesidad, entre otros. 
 
Esto quiere decir, para que la acción del autor quede al margen de la prohibición 
penal, se le exige que su conducta venga motivada por la apreciación de la 
presencia del presupuesto de la causa de justificación y no por otros motivos. Es 
decir, tiene que conocer la situación y actuar en consecuencia, no basta con que 
se dé objetivamente la situación justificante, sino que es preciso además, que el 
autor conozca esa situación, e incluso, que tenga las tendencias subjetivas 
especiales que exige la ley para justificar su acción.  
 
3.4. EL ERROR EN LAS CAUSAS DE JUSTIFICACIÓN 
Muñoz Conde (1989) considera que: 
 
La justificación de una acción sólo se da, por tanto, si concurren tanto el 
elemento subjetivo como el objetivo de la respectiva causa de justificación. 
La falta de cualquiera de estos elementos determina que el acto 
permanezca antijurídico. (p. 92) 
 
También puede darse un error sobre los límites de la causa de 
justificación, el caso inverso se da cuando falta el elemento subjetivo de 
justificación, aunque objetivamente exista una situación justificante. (p. 93) 
 
3.5. JUSTIFICACIÓN INCOMPLETA Y ATENUACIÓN DE LA PENA 
En palabras de Muñoz Conde (1989), la antijuridicidad es una categoría del delito 
que puede ser graduada, en otras palabras, puede admitir diversas valoraciones 
desde el punto de vista de su gravedad. En otras ocasiones la diversa gravedad 
de la antijuricidad se refleja en una simple circunstancia modificadora agravante o 
atenuante que incide en la reglas para la determinación de la pena dentro del 




La justificación incompleta no incide en la antijuricidad sino en la culpabilidad. De 
hecho, la legítima defensa putativa o el exceso debido a miedo o arrebato dejan 
intacta la antijuricidad, pero pueden atenuar o incluso excluir la culpabilidad por vía 
del error de prohibición o de la no exigibilidad de otra conducta. (p. 94). 
 
Las líneas anteriores dejan claro, que cuando falta algún requisito que exige la Ley 
Penal, tanto objetivos como subjetivos, se le da el tratamiento de eximente 
incompleta a las causas de justificación, ya que no concurren todos los requisitos 
necesarios para eximir por completo la responsabilidad penal. 
 
3.6.  CLASIFICACIÓN DE LAS CAUSAS DE JUSTIFICACIÓN 
A las causas de justificación generalmente se les agrupa al lado de otras causas 
que anulan el delito, suelen catalogarse bajo las siguientes denominaciones: 
excluyente de responsabilidad, eximentes de responsabilidad penal, causas de 
incriminación, entre otras. Nuestro Código Penal usa la expresión causas de 
eximentes de responsabilidad penal. Los criterios que fundamentan la clasificación 
que hace la doctrina sobre las causas de justificación, en su mayoría son 
coincidentes, presentándose pequeñas diferencias relacionado al uso de distintas 
nomenclaturas para describir una causa de justificación, por lo que no 
consideramos necesario citar las diversas clasificaciones que la doctrina ha 
planteado. 
 
Con el propósito de contar con una clasificación que nos permita describir y 
analizar cada una de las causas de justificación adoptaremos la siguiente 
categorización:  
 
- La legítima defensa. 
- El estado de necesidad. 
- La obediencia debida. 
- El actuar en cumplimiento de un deber o el ejercicio legítimo de un derecho, 





- El caso fortuito y el riesgo permitido. 
- El consentimiento y el consentimiento en las lesiones. 
 
Una vez que enmarcamos a las causas de justificación, nos prepararemos a 
estudiar cada una de ellas.  
 
3.6.1. La Legítima Defensa. La legítima defensa, existe por la necesidad de 
defensa del orden jurídico y del Derecho en general. Es una reacción de repulsa 
que todo ser humano tiene ante una agresión ilegítima. Se fundamenta en la 
prevalencia de interés por la protección del bien del agredido respecto del interés 
por la protección del bien del agresor, lesionado por aquel o por el tercero que lo 
defiende. La justificación no encuentra su fundamento en el mayor valor del bien 
resguardado en relación al sacrificado, si no, en la injusticia de la agresión del 
titular del bien sacrificado. 
 
Esta eximente siempre se presentará cuando exista racionalidad en el medio 
defensivo empleado por el agredido y que este no haya provocado 
suficientemente la agresión. Esta puede ser de la propia persona o la de un 
tercero que defiende los derechos de otro. 
 
En este sentido, Liszt, Franz V., (1927), expone que: 
 
La legítima defensa, es aquella que se estima necesaria para repeler una 
agresión actual y contraria al Derecho por medio de una lesión contra el 
agresor. La agresión es todo hecho de suponer en peligro por medio de un 
acto positivo, una situación existente, jurídicamente protegida. La agresión 
debe ser contraria al Derecho (si bien no necesita ser punible). Por eso la 
legítima defensa no es posible contra los funcionarios públicos en el 
ejercicio de sus funciones, ni contra el ejercicio de un derecho de 
corrección, etc., ni tampoco es posible contra el acto mismo de la legítima 
defensa o contra el ejecutado en estado de necesidad. (pp. 343- 344). 
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De esta misma manera los autores Toledo y Ubieto y Huerta Tocildo, la legítima 
defensa, “es aquella reacción que se hace necesaria para repeler una agresión 
ilegítima y actual dirigida contra uno mismo o contra un tercero” (1986, p. 207). 
 
En la misma línea, Jiménez de Asúa, considera que la legítima defensa “es 
repulsa de la agresión ilegítima, actual o inminente, por el atacado o tercera 
persona, contra el agresor, sin traspasar la necesidad de la defensa y dentro de la 
racional proporción de los medios empleados para impedirla o repelerla” (1997, p. 
190). 
 
En nuestra opinión, la legítima defensa, consiste en la reprobación de una 
agresión antijurídica, actual o inminente por el atacado o por tercera persona, 
contra el agresor, sin traspasar la medida necesaria para la protección; requiere 
para su invocación de una conducta acorde con el Derecho (lícita, frente a una 
conducta agresiva y justa, sin Derecho y antijurídica).  También sólo puede actuar 
en legítima defensa, quien sabe que se está defendiendo y su acción no se va a 
considerar contraria a Derecho porque el sujeto tiene el interés de proteger el bien 
jurídico del que es titular o el de una tercera persona. 
 
3.6.1.1. Fundamentos y naturaleza. La naturaleza de la Legítima defensa como 
causa de justificación durante mucho tiempo estuvo confundida con las causas de 
inculpabilidad, creyéndose que se trataba de un problema de miedo o perturbación 
en el ánimo del que se defiende, porque es objeto de un ataque. Pero en la 
medida en que la defensa sea respuesta proporcionada a una agresión injusta, 
cualquiera que sea la actitud anímica del que se defiende, existe auténtica causa 
de justificación que legitima el acto realizado. 
 
En este sentido el autor Cerezo Mir (1985) se refiere a que:  
 
El fundamento de la eximente de la legítima defensa se halla, en primer 





agresión. Por otra parte, al impedir o repeler una agresión ilegítima se 
defiende el ordenamiento jurídico (p. 416) 
 
De esta misma manera el autor Luzón Peña (1996), manifiesta que: 
 
La legítima defensa tiene un doble fundamento el aspecto individual, 
consistente en la necesidad de defensa del bien jurídico personal, esto es, 
la necesidad para el Derecho de defender frente a la agresión ilegítima un 
bien jurídico personal en peligro; y el fundamento supraindividual, que 
estriba en la necesidad de defensa, afirmación y prevalecimiento del propio 
Derecho u orden jurídico frente a la agresión antijurídica que lo pone en 
cuestión. (p. 587) 
 
Por consiguiente, la legítima defensa se fundamenta en el interés preponderante, 
pero no porque sea más importante el interés del agredido que el del agresor, sino 
porque el interés preponderante se manifiesta en la obligación que tiene el Estado 
para garantizar el orden social. 
 
Se acepta tanto la legítima defensa propia como la de terceros. Es decir, que se 
puede alegar legítima defensa por el mismo sujeto agredido que se defiende de 
una agresión (defensa propia). Pero también se puede invocar legítima defensa en 
casos en que el defensor acude a defender a un tercero que está siendo agredido 
(defensa de terceros). Todos los bienes jurídicos son objeto de derechos 
subjetivos, incluso los intereses inmateriales, pueden ser defendidos cuando son 
ilegítimamente atacados, y la repulsa violenta aparece necesaria y proporcionada.  
 
Otro aspecto importante de mencionar, es que la legítima defensa cumple un 
papel preventivo general al darle un mensaje al hipotético agresor, diciéndole que 
de persistir en su idea, va a tener a alguien que se va a poder defender 
legítimamente. Igualmente la legítima defensa sirve para intimidar y de este modo 
procura la tutela de bienes jurídicos.  
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Sobre estos aspectos, vale la pena traer a colación lo expresado por el Decano de 
la Facultad de Derecho de la UCA, Dr. Manuel Aráuz Ulloa (2010, 15 de enero). 
¿Se puede violar la Constitución amparado en la eximente del “interés general”: El 
Nuevo Diario, p. 13ª, donde opina que: 
 
Hay circunstancias en las que el Derecho permite o faculta a una persona 
para que viole la ley, lesione bienes jurídicos de terceros, en aras de 
preservar bienes jurídicos eminentemente personales, o intereses 
supraindividuales, siempre que se cumplan determinados requisitos. El 
Derecho, por ejemplo, permite que un ciudadano prive de la vida a otro 
siempre que lo haga para defenderse de una agresión ilegítima en contra 
de su propia vida, el requisito es que la agresión sea previa a la defensa. 
También está permitido lesionar un bien jurídico de otro para cumplir con un 
deber de contener un peligro real y concreto que amenaza a un tercero o a 
la colectividad.  
 
  Sigue ampliando el Dr. Aráuz Ulloa, la legítima defensa requiere de la 
existencia de una agresión ilegítima, el estado de necesidad de la 
existencia real de una situación de peligro, la eximente específica de 
cumplimiento de un deber o ejercicio del cargo, o la genérica y supralegal 
del interés general o “intereses supremos de la nación”, requiere que la 
situación de peligro, zozobra o ingobernabilidad, se presente en el momento 
en el que se produce la violación de la ley. 
 
Ahora bien, si se trata de defensa propia como si se trata de defensa de un 
tercero, se exige la concurrencia de tres requisitos, -que en su mayoría la Doctrina 
ha coincidido-, esenciales para poder apreciar la eximente. 
 
3.6.1.2. Requisitos. Los requisitos a que se refiere la Doctrina, son los siguientes: 





repeler la agresión; y c) la falta de provocación suficiente por parte del defensor.  A 
continuación se analizan cada uno de ellos por separado. 
 
- Agresión ilegítima. 
Para el autor Mir Puig (1998),  
 
La agresión ilegítima equivale a agresión antijurídica. Ello significa que no 
basta que sea típica, pero también que no es preciso que sea 
personalmente imputable a su autor: cabe también legítima defensa frente a 
la agresión antijurídica de un inimputable o de quien actúa bajo una causa 
de exculpación. (p. 434). 
 
Es decir de acuerdo a este autor, que la agresión ilegítima deberá ser dolosa e 
imprudente y que no cabrá legítima defensa frente a una agresión en caso fortuito, 
pues tal agresión no será antijurídica.  
 
Los autores Orts Berenguer y González Cussac (2004) apoyándose en la 
Sentencia española SSTS 29-12-1997; 29-01-1998; 10-04-2000; 17-10-2001, 
manifiestan que: 
 
La agresión ilegítima consiste en un ataque actual, inminente, real, directo, 
injusto, inmotivado e imprevisto.  Ha de ser un ataque real que suponga un 
peligro real y objetivo con potencialidad de dañar un bien jurídico. En 
principio cualquier bien jurídico personal es susceptible de ser atacado y, 
por consiguiente, de ser defendido (vida, integridad, libertad sexual, libertad 
de movimientos, intimidad, honor, propiedad, domicilio, etc.). Se excluyen 
las actividades simplemente amenazadoras cuando no van acompañadas 
de la racional convicción de un peligro real e inmediato. La agresión ha de 
proceder de un acto humano. Y ha de ser ilegítima, es decir, constituir un 




Podemos decir, que la agresión ilegítima se presenta cuando el agresor ha obrado 
sin Derecho, afectando los bienes defendibles además de la vida y de la integridad 
física. En otras palabras, el agresor lesiona los intereses que el Derecho le 
reconoce al individuo y que dicha agresión debe constituir una infracción penal.  
 
No obstante, no toda agresión es ilegítima, pues sólo lo será aquella que 
contradiga el ordenamiento jurídico, o sea contraria a Derecho, por tanto solo las 
agresiones que sean legítimas están justificadas. 
 
La agresión ilegítima no puede faltar en ninguno de los supuestos de la legítima 
defensa, ya que es su requisito fundamental, y cuya inexistencia impide apreciar o 
invocar está eximente. 
 
La agresión no operará si el activo provocó la agresión o la previó o pudo evitarla 
fácilmente por otro medio.  De igual manera la agresión ha de suponer un peligro 
serio e inminente de lesión de los bienes jurídicos, esto significa que no bastará 
con una percepción lejana del peligro por parte de la víctima, el peligro debe ser 
real, serio y grave, en el sentido en el que se pueda menoscabar el bien jurídico.  
 
Considerándose este requisito de la legítima defensa, como la protección que una 
persona realiza frente a un previo ataque ilegítimo, o sea, es la reacción a una 
previa agresión. Por consiguiente, este requisito deja de existir cuando la defensa 
se prorroga una vez que la agresión ilegítima ha cesado. Es decir, que la 
actuación de la víctima ha de tener la finalidad de defenderse. 
 
Para una mejor comprensión de este requisito de agresión ilegítima, haremos 
referencia a sus dos términos, a fin de entender qué ha de comprenderse bajo el 
término de agresión y qué bajo el calificativo de ilegítima. 
 





La realización de una acción dirigida a la producción de la lesión de un bien 
jurídico. La simple omisión, es decir, la no realización de una acción que 
podía realizar el sujeto, en la situación concreta en que se hallaba, no 
constituye una agresión. Pues en ella falta la causalidad y la voluntad de 
realización. (p. 419). 
 
Ahora bien Ilegítima, según los autores De Toledo y Ubieto y Huerta Tocildo 
(1986): 
 
Es la agresión que, al modo de la conducta antijurídica, exige la presencia 
conjunta de desvalor de la acción y desvalor del resultado. Entendiéndose, 
como desvalor de la acción en cuanto ha de ser una agresión dolosa o 
imprudentemente realizada. Lo que supone excluir la posibilidad de legítima 
defensa frente a casos fortuitos. Desvalor de resultado en cuanto la 
agresión ha de implicar la puesta en peligro de bienes jurídicos individuales 
y sólo ella. Lo que supone excluir la posibilidad de legítima defensa frente 
agresiones que ya han originado la lesión del bien jurídico de que se trate. 
(pp. 216-217). 
 
La agresión debe cubrir el requisito de ser actual o inminente, es decir real, por lo 
que no debe ser pasada ni futura. Ante la falta de lo primero, la legítima defensa 
degenera en venganza, y ante la presencia de lo segundo, resulta injustificada la 
legítima defensa, en virtud de que la agresión se ha previsto y el conocimiento de 
la autoridad puede evitar la posibilidad de la violencia futura, siempre y cuando 
ésta responda con la aplicación de la medida de seguridad adecuada. 
 
La actualidad en la agresión significa que el sujeto pasivo, se haya encontrado 
frente a un inminente ataque injusto o frente a la agresión ya iniciada, siempre que 





La agresión en caso de riña 
Cabe hacer la observación que el desarrollo de esta eximente podrán intervenir 
acciones confusas que no se podrán considerar como legítima defensa, ante tal 
efecto podemos mencionar aquellas situaciones donde varias personas se 
agreden mutuamente de modo que no cabe distinguir los actos de cada una de 
ellas.  
 
Para el catedrático Mir Puig (1998), considera que: 
 
La riña mutuamente aceptada no da lugar a legítima defensa, ya que los 
participantes empiezan a atacarse al mismo tiempo. La primera acción de 
cada parte no es en defensa ante una agresión previa. Los dos 
contendientes, empiezan por agredirse a la vez, no respondiendo ninguno 
de ambos a una agresión previa, sus actos iniciales no pueden cubrirse por 
las necesidades de defenderse. Esta ausencia de agresión previa y de 
necesidad de defensa mediante los actos agresivos iniciales de la riña hace 
a éstos tan injusto como la agresión ilegítima individual y 
consiguientemente, excluye la posibilidad de considerar justificados los 
actos posteriores de defensa del mismo modo que el agresor ilegítimo 
individual no puede alegar legítima defensa frente a la agresión del 
agredido. (p. 436). 
 
Esto significa, que en la mayoría de las riñas que se acepta de forma 
verdaderamente libre supone desde un principio la voluntad de agresión por 
ambas partes, por lo que da lugar a la situación descritas anteriormente. 
 
Finalmente debemos de advertir que a falta de este requisito (agresión ilegítima), 
no existirá legítima defensa en los siguientes supuestos:  
 
- Cuando se repele una vez que la agresión ya ha concluido. 





- Por meros insultos o amenazas; 
- Ante petición de explicaciones imprecaciones verbales, o de gestos 
equívocos; 
- Por la negativa de entregar algo o incluso ante la negativa de entregar un 
vehículo estacionado. 
 
Por ejemplo, si el agresor ha logrado su propósito de herir a su víctima y se 
dispone a abandonar el lugar de los hechos, si la víctima dispara sobre él por la 
espalda cuando ya se marchaba no actúa en legítima defensa ya que la agresión 
había cesado. En cambio, cabe aún legítima defensa frente al ladrón que huye con 
el botín, pues aún existe la posibilidad de defender los bienes arrebatados. 
 
- Necesidad racional del medio empleado para repeler la agresión 
Este segundo requisito hace referencia a la proporcionalidad de la agresión y los 
medios empleados para repelerla, lo que debe traducirse en el análisis del bien 
jurídico lesionado, o puesto en peligro, y el ataque dirigido al agresor, en el sentido 
de no resultar válido proteger un interés de menor valor en perjuicio de otro de 
mayor valor. Junto a la necesidad de la defensa, ha de exigirse la racionalidad o 
proporcionalidad del medio empleado para repelerla. Se trata de una difícil 
valoración que supone un criterio flexible de proporcionalidad, también efectuado 
desde una perspectiva ex ante, y considerando la situación en que se encuentra 
cada sujeto. Así, ha de evaluarse la existencia de otras alternativas de defensa 
menos gravosa; la paridad ha de efectuarse entre la entidad del ataque y de la 
defensa; la diferencia de edad y corpulencia; la semejanza objetiva de armas e 
instrumentos; el uso que se haga de los mismos; el estado anímico del que se 
defiende; posibilidad de dirigir el disparo a una zona corporal menos vulnerable.  
 
Para que pueda hablarse de defensa ha de existir previamente una agresión 
actual, que es justamente la que desata la necesidad de repelerla. Si no existe 
agresión actual, no hay situación de defensa. Es decir, si falta toda necesidad de 
defenderse (necesidad abstracta), no cabe apreciar ni la legítima defensa 
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completa ni la eximente incompleta, puesto que falta un elemento fundamental de 
la eximente; si, en cambio, habiendo necesidad de defenderse, la defensa 
concretamente empleada es excesiva (exceso intensivo), podrá apreciarse la 
eximente incompleta.  
 
Es importante distinguir el exceso extensivo del exceso intensivo, puesto que el 
primero excluye tanto la legítima defensa completa como la incompleta, mientras 
que el segundo permite la eximente incompleta. El exceso extensivo se da cuando 
la defensa se prolonga más tiempo del que dura la actualidad de la agresión. El 
exceso intensivo supone, en cambio, que la agresión es actual pero que la 
defensa podría y debería adoptar una intensidad lesiva menor. 
 
Los autores Orts Berenguer y González Cussac (2004), al referirse a la necesidad 
de defensa, expresan que: 
 
Según la jurisprudencia esta existe, si por ejemplo, se trata de dos 
agresores armados, aunque luego fueran armas de fogueo, al tiempo que 
gritaba que lo iban a matar. Y no existe necesidad de defensa, no 
apreciando la eximente, si el agredido inicialmente, una vez desarmado el 
agresor, comienza o  sigue golpeándole. En todo caso, requiere una 
valoración desde módulos objetivos entre el bien atacado y el afectado por 
la reacción defensiva; la proporcionalidad del medio o instrumento utilizado, 
y el empleo o uso del mismo; el mayor o menor desvalimiento; la 
perturbación anímica del que se defiende. También ha de tenerse en 
consideración la posibilidad de huir o retroceder y la existencia de 
alternativa defensivas menos gravosas. (p. 178). 
 
Chinchilla Sandoval (1994), manifiesta que la necesidad de defensa solo se da 
cuando es contemporánea a la agresión y que persiste mientras la agresión dura, 





empleado exige la proporcionalidad, tanto en la especie como en la medida de los 
medios, de lo contrario no habrá justificación plena. 
 
A modo de ejemplo, el autor Mir Puig (1998), expone que:  
 
La defensa será racionalmente necesaria cuando la mujer clavó el cuchillo 
de cocina al ladrón que había forzado la puerta y se abalanzaba sobre ella 
con una navaja, aunque luego se compruebe que había en el lugar un jarro 
con el que hubiera podido golpearse al intruso sin producirle la muerte. La 
urgencia del momento no permite esperar un examen frío de todas las 
posibilidades. 
  
Faltará la necesidad de la defensa, cuando el sujeto pueda 
claramente utilizar un medio menos lesivo. Por medio empleado, debe 
entenderse no sólo el instrumento o arma, sino la modalidad de la defensa. 
Así, el medio puede resultar innecesario por exceso de la intensidad de la 
defensa. Por ejemplo: Aunque el agresor lleve también una navaja, la 
defensa no resultará necesaria si el agredido podía atajar fácilmente al 
ataque de otra forma menos lesiva en lugar de herirle mortalmente con el 
arma blanca que a su vez portaba. Viceversa, es posible que el agredido se 
encuentre en una situación de inferioridad que haga necesario que utilice un 
instrumento de defensa más peligroso que el agresor. (p. 440). 
 
Queremos dejar plasmado que la defensa a la respuesta de agresión, no debe 
rebasar el límite de lo racional y proporcional, ya que de traspasar estos límites, se 
cae en un exceso de legítima defensa, el cual implica dolo y, por ende, anula la 
legitimidad de la defensa. Por ejemplo: si la agresión se da mediante la fuerza 
física y la legítima defensa consiste en sacar un arma de fuego y herir gravemente 





- Falta de provocación suficiente por parte del defensor  
Este requisito se refiere a la característica del sujeto activo, es decir, que el ataque 
sea inminente y sin derecho, pero que no deje otra opción de actuación al 
agredido, y que en consecuencia tampoco haya existido una provocación previa 
por parte de éste contra el agresor. 
 
En este requisito, no se trata de valorar si la conducta es o no una provocación 
suficiente; sino, si el que se defiende previamente había provocado la conducta 
del agresor con actos que determinaron necesariamente su ataque. Se entiende 
suficiente la provocación que a la mayor parte de las personas hubiera conducido 
a una reacción agresiva.  
 
En este sentido, provocar significa excitar, incitar, invitar, a realizar una cosa. La 
provocación puede consistir en una acción o en una omisión. La acción no es 
preciso que esté dirigida al fin de desencadenar la respuesta agresora. No es 
preciso siquiera que la repuesta agresora sea una consecuencia prevista como 
necesaria por el provocador o que éste considere posible y cuya producción  
cuente; es decir, no es necesario que la respuesta agresora esté comprendida en 
la voluntad de realización del provocador. 
 
Este requisito lleva a la conclusión de que cuando la agresión es consecuencia de 
una previa provocación del que luego se defiende ante ella, en ningún caso cabe 
apreciar la legítima defensa, sin embargo esta interpretación lleva a conducir a la 
responsabilidad por el resultado. 
 
Por ejemplo, si un cazador en la montaña mata a su enemigo de un tiro, ignorando 
que en ese momento el que resultó muerto se disponía a matarlo, no se justifica el 
homicidio por legítima defensa, pues, aunque se reúnen las condiciones objetivas 
(agresión ilegítima e inminente y necesidad de disparar para impedirla), falta el 
elemento subjetivo (ánimo de defensa), puesto que lo que ha querido el cazador 





Para determinar cuando la provocación es suficiente, se siguen distintas vías: 
 
- Para que la provocación excluya la legítima defensa debe hacer justa la 
reacción, es decir, tiene que constituir una verdadera agresión ilegítima  
que justifique como defensa necesaria la reacción del provocado. 
- Otra sería considerar provocación suficiente, únicamente la provocación 
intencional, esto es, aquélla que se produce por el sujeto con la intención 
de determinar la agresión por parte del provocado con objeto de poder 
lesionarle a través de la defensa. 
 
Mir Puig (1998 p. 444) cita a Luzón Peña quien entiende que únicamente 
concurre provocación suficiente cuando la misma hace desaparecer la 
necesidad de defensa del Derecho por el provocador, lo que a su juicio sólo 
sucede en los casos de riña mutuamente aceptada o de duelo: sólo entonces 
los contendientes renuncia a  la protección y defensa jurídica, y, por tanto, no 
pueden aparecer legitimados (ni lo quieren) para defender el orden jurídico. 
 
En resumen este requisito nos establece, que si la persona que se defiende de 
una agresión ha provocado suficientemente al agresor, no puede defenderse 
legítimamente si es agredido por éste. 
 
Legítima defensa putativa. La defensa putativa se presenta cuando por un error 
sustancial de hecho, por una equivocada interpretación de una circunstancia, el 
sujeto cree hallarse en la necesidad de defenderse, sin que exista realmente 
ningún peligro.   
 
El Catedrático Mir Puig (1998), expresa que: 
La legítima defensa putativa se da cuando el sujeto cree erróneamente que 
concurren los presupuestos objetivos de la legítima defensa. Ejemplo: Tras 
haber tenido una violenta discusión en un bar, A cree que quien viene 
corriendo hacia él en una calle próxima es su adversario B que quiere 
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agredirle; A dispara antes de que pueda advertir que quien corría y es 
herido ni era B ni pretendía atacar a nadie.  
 
El tratamiento que merece la legítima defensa putativa es el propio 
de todo error sobre los presupuestos típicos de una causa de justificación 
(p. 444). 
 
Esto nos quiere decir, que como consecuencia de la falta de los presupuestos, la 
acción realizada tendrá que tener el mismo tratamiento que se le aplica al error 
vencible y al error invencible. 
 
3.6.2. El estado de necesidad. El estado de necesidad tiene el propósito de 
proteger a la persona, derechos propios o de otra, esto supone que el bien jurídico 
que se trata de salvar esté en inminente peligro de ser destruido. Este peligro ha 
de ser real y valorado de manera objetiva (aunque lógicamente teniendo en cuenta 
la situación concreta en la que se encuentra el sujeto y circunstancias) no 
pudiendo ser meramente supuesto, con más o menos fundamentos, por el que 
trata de evitarlo. 
 
Es importante también que la realización del mal o la infracción del deber, que el 
sujeto realiza para evitar un mal a sí mismo o a un tercero, sea el único camino 
posible para impedir ese mal.  
 
Liszt, Franz V., (1927), sostiene que: 
 
El estado de necesidad, es una situación de peligro actual de los intereses 
protegidos por el Derecho, en la cual no queda otro remedio que la violación  
de los intereses del otro, jurídicamente protegido. El estado de necesidad 
es, por consiguiente, un caso de colisión de intereses. El acto ejecutado en 
estado de necesidad se presenta como salvaguarda de los intereses 





inmediato, por medio de una lesión de los intereses legítimos de otras 
personas. 
 
El acto ejecutado en estado de necesidad se diferencia de la legítima 
defensa, en que los de la legítima defensa se dirigen a defender o 
restablecer el Derecho frente a la injusticia, mientras que los actos del 
estado de necesidad, pretenden salvaguardar un derecho a costa de otro 
derecho. El estado de necesidad requiere siempre la colisión de intereses 
legítimos. Si el orden jurídico ha negado su protección a los intereses en 
peligro, la idea del estado de necesidad queda excluida. (pp. 352-353). 
 
A modo de comprender el concepto anterior, el doctrinario Mir Puig (1998), 
expresa que: 
 
Concurre colisión de deberes cuando para cumplir un deber es preciso 
infringir otro. Concurre entonces una situación de conflicto que en la 
doctrina se considera una manifestación particular del estado de necesidad. 
También en la colisión de deberes se produce un conflicto de intereses en 
sentido amplio, porque los deberes protegen intereses personales o 
colectivos, pero lo peculiar de colisión de deberes es que en ella el sujeto 
debe actuar u omitir, a diferencia de lo que sucede en los demás casos de 
estado de necesidad, en los cuales se faculta (pero no obliga) al agente a 
efectuar la lesión de un bien jurídico. Ejemplo: Según la doctrina, concurre 
una colisión de deberes cuando el médico sólo dispone de un pulmón 
artificial y se encuentra ante dos enfermos que lo precisan y a los cuales 
tiene el deber de auxiliar. En cambio, cuando alguien causa unos daños en 
la propiedad ajena como único modo de salvar su vida, actúa en un estado 





Este mismo autor, define el estado de necesidad, “como un estado 
de peligro actual para legítimos intereses que únicamente puede conjurarse 
mediante la lesión de intereses legítimos ajenos y que no da lugar a 
legítima defensa ni al ejercicio de un deber.” (p. 450). 
 
Por ejemplo, cuando alguien defiende su propiedad del ataque de un 
ladrón dentro de los límites legales, concurre legítima defensa. Cuando una 
tempestad amenaza con hundir el barco si el capitán no echa al mar una 
parte de la carga, concurre estado de necesidad que puede justificar esta 
medida. En este segundo caso entran en conflicto intereses de personas, 
ninguna de las cuales se enfrenta al Derecho con una agresión: el dueño 
del cargamento, por una parte, y los tripulantes del navío y su propietario, 
por otra. (p. 451). 
 
Los autores Orts Berenguer y González Cussac (2004), consideran que: 
 
El estado de necesidad es siempre una situación límite y excepcional, que 
han de ponderar los jueces en cada caso. Según constante jurisprudencia 
la apreciación de la eximente precisa que la realización de la conducta 
típica sea la única forma de salvar un bien jurídico. De lo contrario, cuando 
el conflicto de bienes pueda ser resuelto por otra vía menos gravosa, habrá 
faltado la necesidad, y con ello la posibilidad de aplicar la eximente. Desde 
luego no cabe alegar estado de necesidad en casos de legítima defensa 
(del agresor frente al que se defiende). 
 
Siguen ampliando estos autores, y expresan que generalmente se 
admite por doctrina y jurisprudencia que el estado de necesidad se 
considera una causa de justificación cuando el conflicto se plantea entre 
bienes desiguales, sacrificando el necesitado el bien inferior en beneficio 
del interés superior. Mientras que se considera que el estado de necesidad 





entre bienes de igual valor o de la misma entidad, sacrificando uno en 
beneficio del otro. (p. 182) 
 
El fundamento del estado de necesidad, es de carácter único y coincidente con 
uno de los aspectos que informan la doble fundamentación de la legítima defensa: 
el de protección de los bienes jurídicos individuales que se hallan próximamente 
amenazados de lesión y, por ende, necesitados de una actuación salvadora.   
 
En su mayoría la doctrina establece como requisito del estado de necesidad los 
siguientes: que el mal causado no sea mayor que el que se pretende evitar; que la 
situación de necesidad no haya sido provocada intencionalmente por el sujeto; 
que el necesitado no tenga, por su oficio o cargo, obligación de sacrificarse 
 
3.6.2.1. Requisitos. Una vez que dejamos sentado los requisitos del estado de 
necesidad, a continuación explicaremos cada uno de ellos: 
 
-  Que el mal causado no sea mayor que el que se pretende evitar 
Algunos autores han expresando que “el bien salvado debe ser de mayor jerarquía 
que el sacrificado: de lo contrario, faltará el efecto justificante”. (Bacigalupo, 1996 
p. 128) 
 
De este modo, Muñoz Conde (1989) expresa que: 
 
El estado de necesidad puede darse tanto en caso de conflicto entre bienes 
desiguales (daños para salvar la vida) como entre bienes iguales (matar a 
otro para salvar la propia vida); es por ello que se comparan dos males; el 
que amenaza y el que se realiza y esta comparación se trata de establecer 
una relación de adecuación, es decir, que el estado de necesidad tendrá 
efecto justificante si el hecho realizado es el medio adecuado para evitar el 
peligro, quien falsifica una receta para obtener un calmante y aliviar sus 
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fuertes dolores de cabeza o quien conduce a gran velocidad un vehículo de 
motor para llevar un herido a un hospital.  (p. 102) 
 
Podemos manifestar que el fundamento de este requisito, reside en la 
preponderancia del bien jurídicamente más valioso con relación al que representa 
el mal menor causado a un interés individual o social protegido jurídicamente. Por 
ejemplo: el capitán de un barco arroja al mar el cargamento para salvar la vida de 
los pasajeros; un hambriento se apodera de alimentos para no morir; el que roba 
en una farmacia para obtener medicamentos, siendo muy pobre, y así querer 
salvar la vida de un pariente; o el de los vecinos que derriban una casa para evitar 
que el incendio se propague a toda la cuadra. 
 
A nuestro juicio, este requisito opera como un límite a todas las restricciones de 
los derechos esenciales o fundamentales de las personas y se presenta como el 
fondo característico del estado de necesidad y que por mal causado debe 
entenderse el hecho comprendido en una figura delictiva y que el mal que se trata 
de evitar ha de ser un peligro inminente, no evitable por otro procedimiento menos 
perjudicial y no ordenado legalmente, esto quiere decir, que antes de proceder 
antijurídicamente, hay que agotar todos los recursos existentes para solucionar el 
conflicto de los bienes jurídicos por medio de la vía lícita. 
 
- Que la situación de necesidad no haya sido provocada intencionalmente 
por el sujeto 
Sobre esta situación los autores Toledo y Ubieto y Huerta Tocildo (1986), han 
manifestado que: 
 
La doctrina dominante y la jurisprudencia interpretan la expresión situación 
de necesidad, utilizada en la formulación legal de este requisito, como 
estado de peligro para un bien jurídico propio o ajeno. (p. 241). 
 






En el estado de necesidad sólo la provocación intencionada del mismo 
impide su apreciación. No basta, por tanto, que se haya cometido 
intencionalmente el hecho (por ejemplo, un incendio) que dio lugar a la 
situación de necesidad, sino que es preciso que sea la situación misma de 
necesidad la que se haya provocado intencionalmente. Ello hace que, 
prácticamente, la exclusión del estado de necesidad por falta de este 
requisito sea casi imposible, salvo raras hipótesis. Así por ejemplo, puede 
invocar el estado de necesidad el automovilista que, conduciendo a 
velocidad excesiva crea una situación extrema en la que tiene que elegir 
entre chocar frontalmente con un camión o atropellar a un ciclista. El 
requisito de la no provocación intencionada se refiere al que actúa, bien sea 
el propio afectado o un tercero (“auxiliador necesario”). En este último caso, 
el auxiliador necesario actúa justificadamente si lesiona un bien jurídico 
para salvar, por ejemplo, la vida de un tercero, sin saber que éste ha 
provocado intencionalmente la situación de necesidad. (p. 103). 
 
De acuerdo al maestro Luzón Peña (1996, p. 632), considera para que este 
requisito tenga entidad propia hay que interpretar que se refiere a falta de 
provocación intencional de la situación, no por parte del agente, sino por parte del 
necesitado a quien otros tendrían que salvar: debido a esa circunstancia no hay 
exigibilidad, sino que se le exige el sacrificio de sus intereses, y por ello se prohíbe 
a terceros que intervengan para salvar los intereses del necesitado provocador, 
aunque puede admitirse una eximente incompleta para el agente (que no es el 
necesitado) por entender que esa excepcional exigibilidad de sacrificio al fin y al 
cabo no es requisito básico o esencial. 
 
En nuestra apreciación, este requisito determina que es necesario que la situación 
de necesidad no haya sido provocada intencionalmente por el que actúa, bien sea 
él en defensa propia o de un tercero, ya que esta situación impide que el que la 




- Que el necesitado no tenga, por su oficio o cargo, obligación de 
sacrificarse 
Los autores Toledo y Ubieto y Huerta Tocildo (1986) manifiestan que: 
 
Este requisito no se refiere a obligaciones de carácter moral o altruista. La 
obligación a que alude ha de emanar, precisamente, de las normas 
reguladoras del cargo u oficio a que igualmente se refiere. Se trata,  pues, 
de un deber jurídico que constituye al obligado en garante de determinados 
bienes jurídicos, los cuales debe mantener exentos en peligro, en la medida 
en que ello sea posible, aún a costa de que entonces pongan en riesgo los 
bienes jurídicos propios. 
 
Siguen opinando estos autores, y expresan que lo restringido de esta 
exigencia, está limitada exclusivamente a deberes emanados de las normas 
reguladoras de determinados oficios o cargos en los que, a la no 
exigibilidad de conducta distinta por parte del particular que se encuentre en 
idéntica situación, se opone la exigibilidad de conducta adecuada a la 
norma para estos garantes de bienes jurídicos ajenos. (p. 245). 
 
Al respecto Muñoz Conde (1989), reitera que: 
 
Las funciones específicas que tienen las personas encargadas de 
determinados oficios o profesiones, les imponen la obligación de arrastrar 
un cierto grado de peligro, en el desempeño de su oficio o profesión, 
superior al normal. El bombero, el policía o el soldado no pueden 
excusarse, dentro de ciertos límites, del cumplimiento de unos deberes 
inherentes a su profesión: apagar incendios, detener delincuentes, hacer 
guardia nocturna, ir a la guerra, etc. Esta idea, basada en el rol social, es la 
que preside este tercer requisito que, en cierto modo, impone la obligación 
de sacrificio cuando el cargo u oficio así lo impongan. Así el funcionario 





su vivienda o mejorar su situación económica, por más que ésta sea 
extremadamente difícil. Sin embargo, tales exigencias no deben entenderse 
en un sentido tan estricto que se niegue, ya, por el hecho de desempeñar 
determinadas profesiones, la posibilidad de invocar el estado de necesidad. 
Los límites de la exigencia de sacrificio deben coincidir con los límites 
legales o sociales del ejercicio de la profesión. Más allá de ellos no puede 
exigir a nadie un comportamiento heroico o virtuoso. (p. 104) 
 
En este mismo orden los autores Toledo  y Ubieto y Huerta Tocildo (1986), citan al 
autor Rodríguez Devesa, quien expresa, que: 
 
En situaciones de naufragios de buques los tripulantes, ciertamente, han de 
velar porque antes que ellos abandone la nave, lo deben hacer los 
pasajeros, pero si no hubiera tiempo para organizar ordenadamente el 
salvamento - a consecuencia  de que los acontecimientos se precipitasen – 
los tripulantes no están obligados a entregar absurdamente su vida. El 
gesto del capitán – concluye el autor citado – que se hunde con su barco, 
merece todos los respetos, pero no constituye un deber jurídicamente 
exigible a los efectos de este requisito. Lo único exigible es que el capitán 
extreme sus esfuerzos hasta tanto se encuentre en condiciones de evitar la 
lesión de los bienes jurídicos ajenos puestos en peligro por el naufragio. En 
este sentido, el tripulante no podrá, ser el primero en abandonar el barco al 
menor síntoma de peligro, pero si podrá abandonarlo – sin que su omisión 
resulte antijurídica – en cuanto su conducta sea inútil para favorecer la 
salvación de más pasajeros. (p. 246) 
 
Esto quiere decir que el estado de necesidad supone que el que actúa en esta 
situación no está obligado a soportarla, pero si la situación es normal dentro del 




Para concluir lo relacionado al estado de necesidad, podemos decir, que éste se 
presenta cuando hay una situación de peligro actual o eminente para bienes 
jurídicamente protegidos, que solo puede ser evitado mediante la lesión de bienes 
también jurídicamente protegidos pertenecientes a otra persona, entonces se 
presenta un conflicto para el Derecho, porque no se pueden salvar todos los 
bienes protegidos y es cuando entra en juego el estado de necesidad mediante la 
protección de intereses y valorando positivamente la acción. 
 
3.6.3. Obediencia Debida. Existen distintas teorías sobre la obediencia debida, 
ya que en ciertos lugares es vista como una causa de justificación y en otros es 
vista como causa de inculpabilidad.  A favor de la primera opinión está que no se 
puede exponer al que actúa “en obediencia debida” a una reacción de legítima 
defensa del particular.  A favor de la segunda, que la orden que se debe obedecer, 
puede ser antijurídica y que no pierde este carácter por el hecho de que se realice 
en virtud de obediencia debida. 
 
Para Muñoz Conde (1989) quien dice que:  
 
En primer lugar, debe matizarse, que la eximente sólo puede hacer 
referencia al cumplimiento “en virtud de obediencia debida” de una orden 
antijurídica porque, evidentemente, para eximir de pena por el cumplimiento 
de órdenes lícitas, no antijurídicas, no es necesario ningún precepto legal 
expreso. Pero de aquí no se puede deducir automáticamente que el 
cumplimiento de órdenes antijurídicas convierta en antijurídico el hecho de 
quien las cumple en virtud de obediencia debida; porque ello supondría 
tanto como desconocer el principio de subordinación y jerarquía que inspira 
la actuación administrativa y la realidad de la obligatoriedad de 
cumplimiento de determinadas órdenes, a pesar de su contenido 
antijurídico. Ciertamente el deber de obedecer órdenes antijurídicas tiene 





justificadamente. Fuera de estos límites no hay justificación alguna. (p. 
104). 
 
Liszt, Franz V., (1927), sostiene que: 
 
El acto ejecutado en cumplimiento de un deber, es decir, el acto ordenado 
por un precepto jurídico, es legal siempre.  Esto se aplica, en primer lugar, 
al deber resultante de una función y de un servicio, y también se aplica a los 
deberes impuestos al individuo, como la obligación de denunciar, de ser 
testigo, etc. La orden del superior al inferior excluye, respecto de éste 
último, la ilegalidad del acto ejecutado en virtud de ella, en cuanto el 
Derecho reconozca la fuerza absolutamente obligatoria del mandato; pero 
el que dio la orden puede ser penado como autor indirecto.(p. 359) 
 
La obediencia se considera debida, según Muñoz Conde (1988), cuando se den 
los siguientes presupuestos:  
 
a) Relación Jerárquica. Esta relación sólo puede darse en el ámbito de 
derecho público y del derecho militar, que se basan precisamente en la idea 
de subordinación y del sometimiento del inferior al superior.  
b) Competencia abstracta del que da la orden para dictarla dentro de sus 
facultades.  
c) Competencia del subordinado para ejecutar el acto ordenado por el 
superior. 
d) Que la orden sea expresa y aparezca revestida de las formalidades legales. 
e) Que, por las razones antes dichas, sea, a pesar de todo, antijurídica. (p. 
108) 
 
Existe, pues, deber de obedecer ciertas órdenes antijurídicas. Pero no toda orden 
antijurídica genera deber de obediencia, para ello debemos distinguir ciertos 
requisitos exigidos para apreciar esta eximente: en primer lugar se exige que la 
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orden emanada de autoridad superior se encuentre dentro de los límites de su 
competencia. Para estos efectos se ha distinguido entre competencia concreta y 
competencia abstracta. Únicamente esta última se reputa necesaria para que una 
orden genere deber de obediencia, toda vez que el Derecho no concede a nadie 
competencia concreta para dictar una orden antijurídica constitutiva de delito. 
 
Pero no basta para apreciar la eximente a favor del que obra en obediencia 
jerárquica que superior y subordinado sean competentes, desde el punto de vista 
abstracto y que la orden dictada aparezca revestida de formalidades legales, es 
necesario además de la orden dictada no sea manifiestamente antijurídica. 
 
En relación a este último requisito surge la cuestión de determinar para quien ha 
de aparecer como manifiesta o no la antijuridicidad de la orden, es decir, si para el 
subordinado o si para el hombre medio situado en la posición de aquel. 
  
3.6.3.1. Fundamento y naturaleza dogmática. El catedrático Mir Puig (1998), 
expresa que: 
 
 El fundamento del deber de obedecer las órdenes no manifiestamente 
antijurídicas que emanen de un órgano competente, se dirijan a un 
subordinado igualmente competente y se hallen revestidas de las 
formalidades legales esenciales, ha de verse en las necesidades de 
funcionamiento de la Administración Pública. Del mismo modo que estas 
necesidades exigen una organización jerárquica, es preciso que dicha 
organización no pueda resultar obstaculizada a cada momento por dudas 
de los subordinados acerca de la legalidad de las órdenes que reciben, sino 
sólo cuando exista suficiente motivo para considerar manifiesta su 
legalidad.  
 
 Sigue opinando este mismo autor, y dice que la naturaleza dogmática 





justificación. Ante una orden no manifiestamente antijurídica se produce un 
conflicto entre el bien jurídico afectado por la orden y las necesidades de 
funcionamiento de la Administración Pública que la Ley resuelve a favor de 
las segundas. Tal estructura de conflicto que se decide en el sentido de 
permitir la lesión del bien jurídico, es la característica de toda causa de 
justificación. Si la obediencia es debida, ha de ser permitida y no puede ser 
prohibida, antijurídica, máxime si la desobediencia se castiga.  La 
obediencia debida habrá de justificar el hecho, y no sólo excluir la 
responsabilidad penal de su autor. (pp. 509-510). 
 
A continuación ejemplificamos la eximente de obediencia debida: 
 
- Un policía entra a un domicilio de un particular en persecución de un delincuente 
que acababa de realizar un ilícito.  
- El guarda de seguridad que hiere a un desconocido que ignoró o desobedeció la 
voz de alto.  
- La obligación del testigo de declarar un hecho cuya divulgación perjudique la 
buena fama de una persona. 
 
En este último ejemplo es importante señalar, que existe una obligación del testigo 
de declarar la verdad, pero al realizarlo lesiona la dignidad de otra persona 
menoscabando su fama, imagen, reputación y honor. De igual manera sucede 
cuando el testigo revela secretos profesionales, lesiona los intereses económicos 
de otros; sin embargo, en ambos casos la Ley impone a veces, como deber 
jurídico, la ejecución de determinados actos que objetivamente tienen aspecto 
delictivo; pero en estos casos el actor está exento de responsabilidad. 
 
3.6.4. Legítimo Ejercicio de un Derecho. Esta causal consiste en la expresa 
autorización que existe para un sujeto de que realice una determinada conducta, 
no obstante que con ésta se lesione o ponga en peligro un determinado bien 
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jurídico, en tal circunstancia el sujeto ejerce un derecho reconocido en la propia 
ley, y si al obrar realiza una conducta típica, ésta resulta plenamente justificada.  
 
El legítimo ejercicio de un derecho, se dará siempre que la conducta típica se 
verifique en el ejercicio de un derecho subjetivo otorgado por una norma de 
Derecho público o privado o, incluso, derivado de la costumbre. 
 
A criterio de Muñoz Conde (1989) quien considera que, es quizás la eximente que 
más claramente tiene el carácter de causa de justificación y, hasta cierto punto, es 
una declaración superflua  que igualmente tendrá valor justificante. No cabe desde 
luego mayor justificación  que la de cumplir un deber o ejercer legítimamente un 
Derecho, oficio o cargo. Lógicamente el cumplimiento del deber o el ejercicio del 
derecho que se justifica es el que se realiza dentro de los límites legales y 
conforme a Derecho. Este requisito de la “conformidad a Derecho” del que actúa al 
amparo de esta eximente, plantea dificultades interpretativas que casi siempre 
remiten a otras ramas del ordenamiento jurídico. En efecto, para saber cuándo un 
médico, un funcionario, un policía, etc., actúan dentro de sus respectivas 
competencias o atribuciones jurídicas (administrativa, laboral, etc.) que rige dicha 
actuación. (p. 109) 
 
No es habitual que en la práctica de un oficio o profesión conforme a Derecho se 
realicen conductas típicas, por lo que el ejercicio legítimo de un oficio tiene un 
ámbito de aplicación muy restringido, referible tan sólo a unas pocas actividades 
laborales en las que, excepcionalmente, sea imaginable la posibilidad de obrar 
típicamente. Así delimitado, el tema suele plantearse en relación con tres núcleos 
de sujetos muy concretos: los abogados, los médicos y los deportistas en general. 
 
Es frecuente que, en el transcurso de un juicio oral, el abogado defensor vierta 
afirmaciones que objetivamente atenten contra el honor de ciertas personas, al 
efecto de mejor satisfacer los intereses de su patrocinado; o que el médico 





terapéuticas; así como los boxeadores y futbolistas ocasionan lesiones a sus 
adversarios. Pero debe advertirse que muchas de estas conductas ni siquiera 
alcanzan el calificativo de típicas. No lo será la del abogado a que acabamos de 
hacer referencia, si no va acompañada del elemento subjetivo característico del 
delito de injurias: el animus iniuriandi; y si dicho elemento subjetivo concurriera, no 
cabría pensar en la justificación de la conducta injuriosa porque no se habría 
llevado a cabo en el ejercicio legítimo de un oficio. De la misma manera, también 
tendrá que negarse el carácter de típica a la conducta del médico que, con 
finalidades curativa (no lesivas), extirpa el órgano de un paciente. 
 
Según Listz (1927) el acto es ilícito “cuando fue cometido en virtud de una 
autorización especial y dentro de los límites de la misma”. (p. 360). 
 
Muñoz Conde (1989), sostiene que: 
 
Por encima de cualquier regulación concreta, están los principios generales 
de las causas de justificación, siguen teniendo indudable vigencia como en 
los siguientes casos concretos: 
 
a) El uso de la violencia por parte de la autoridad, especialmente el 
empleo de la violencia por parte de la autoridad o sus agentes que 
puede provocar lesiones, inclusive, la muerte del que la padece.  La 
doctrina y la jurisprudencia ha llevado a señalar unos límites, con 
idea de evitar todo exceso o desviación de poder; siendo estos: la 
necesidad racional de la violencia y su adecuación proporcional al 
hecho, otros agregan la agresión ilegítima, manteniendo una casi 
identidad con la legítima defensa. Se podría decir que no solamente 
es necesario conocer la regulación jurídica de cada rama del 
Derecho para poder saber si es que la persona está actuando dentro 
de su competencia y  el uso de la razón y la jurisprudencia en casos 
en que no está claramente estipulado en la ley. En el caso de la 
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violencia legítima, es necesario que esta sea en proporción al hecho 
que la haya motivado, al igual que a la peligrosidad del motivante.   
 
b) El Derecho de corrección, está referido para el cumplimiento de 
finalidades educativas. Estas facultades también pueden fundarse en 
un contrato o en la delegación expresa del titular en otra persona 
(maestro, cuidador, etc.). En la medida en que el ejercicio de este 
derecho puede conducir a la realización de algún tipo de delito 
(lesiones, coacciones. Detenciones ilegales, etc.). En la actualidad la 
pedagogía moderna considera perjudicial el ejercicio de la violencia 
como medio de corrección y mucho más se llega hasta el punto de 
constituir un hecho típico delictivo. 
 
c) Las vías de hecho, cualquier tipo de realización del propio Derecho, 
ejercitado fuera de los cauces legales, es antijurídico. 
 
d) El ejercicio profesional, a veces el ejercicio de determinadas 
profesiones obliga al cumplimiento de deberes o a la realización de 
actos que no estarían justificados fuera del ámbito profesional. (pp. 
110-111). 
 
3.6.5.  Caso fortuito y el riesgo permitido. Sobre esta eximente Muñoz Conde 
(1989) ha manifestado que:  
 
Tradicionalmente se ha considerado esta eximente como causa de 
exclusión de la culpabilidad, ya que tanto el dolo como la culpa, cuya 
ausencia es característica del caso fortuito, se consideraban por un amplio 
sector doctrinal como formas de la culpabilidad. Sin embargo, si se admite 
que el dolo y la culpa son ya los dos únicas formas subjetivas de imputación 
en el tipo injusto, habrá que considerar que el caso fortuito, como ausencia 





tipo de injusto que excluye el mal producido fortuitamente del ámbito de lo 
relevante típicamente. (pp. 112-113). 
 
En este orden el autor Luzón Peña (1996, p.636), dice que “el caso fortuito supone 
la realización accidental, es decir, no dolosa, ni imprudente de la parte objetiva de 
un tipo.”  
 
También existe el riesgo permitido, éste se caracteriza por actividades peligrosas, 
que podrían causar alguna repercusión jurídica, sin que este caiga en una forma 
de delito culposo. Estas actividades peligrosas, son permitidas solamente si es 
que se llevan a cabo con la mayor precaución posible y con diligencia debida, o 
sea sin culpa. Esto también podría verse como una causa de justificación en 
cuanto a estado de necesidad. 
 
Ahora bien, el riesgo permitido supone que hay acciones que entrañan peligro de 
lesión para bienes jurídicos, es decir un número relativamente elevado de 
posibilidades de producción de esa lesión, y que sin embargo están jurídicamente 
permitidas o autorizadas con tal de que no rebase un determinado nivel de riesgo, 
por adoptarse medidas de precaución o control que lo mantengan dentro de los 
límites social y jurídicamente aceptable. 
 
Sobre el riesgo permitido Muñoz Conde (1989)  dice que:  
 
En el mundo moderno, el manejo de determinados instrumentos técnicos 
(automóvil, avión, máquinas, etc.) lleva siempre aparejado el riesgo de que 
se produzca alguna lesión de bienes jurídicos (muerte, lesiones, daños 
patrimoniales, etc.) y con ello la realización del tipo de injusto de un delito, 
por lo menos en su forma culposa.  Sin embargo, en la medida en que 
dichas acciones peligrosas sean necesarias para la consecución de 
determinados fines ilícitos y beneficiosos para la comunidad social, están 
permitidas e incluso pueden ser exigidas en algunos casos.  Ello no quiere 
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decir que las actividades peligrosas pueden ser realizadas sin ningún tipo 
de precauciones. Precisamente porque son peligrosas deben ser realizadas  
con el máximo cuidado posible, extremando la diligencia debida. De ahí se 
desprende que, realmente los casos de riesgo permitido, más que causa de 
justificación, son causas de exclusión del tipo de injusto del delito 
imprudente, ya que lo que excluye la responsabilidad en estos casos no es 
que la actividad peligrosa esté permitida, sino que está permitida en la 
medida en que se realiza con la diligencia debida, es decir, sin culpa. (p. 
113). 
 
La relación es muy estrecha en el caso fortuito con el riesgo permitido, que en 
cualquier caso también es una causa justificación excluyente del valor de la 
acción. El riesgo permitido se superpone parcialmente con el caso fortuito, pero en 
cualquier caso no coincide total con aquél, ya que hay supuestos. 
 
3.6.6.  El consentimiento. El catedrático Mir Puig (1998), nos dice que: 
 
El consentimiento de la víctima, se da cuando el sujeto pasivo acepta, en 
determinadas condiciones, que el autor realice la conducta que constituirá 
delito sin dicho consentimiento.  Ello puede suceder en dos grupos de casos 
que distingue la doctrina alemana: 
 
a) Por una parte, ciertos delitos  se dirigen directamente contra la voluntad de 
la víctima y su libre ejercicio. Es lo que ocurre en los delitos contra la 
libertad, como las detenciones ilegales, las coacciones o el allanamiento de 
morada. Faltando la oposición del sujeto pasivo, es indudable que 
desaparece toda lesividad de la conducta: no puede haber delito de 
detenciones ilegales si el detenido quiere ser detenido, ni puede concurrir 
allanamiento de morada si el morador acepta en su casa al extraño. En 
algunos casos el consentimiento del sujeto pasivo hace desaparecer la 





verdadera detención, y no sólo su ilegalidad, en muchos supuestos en que 
el sujeto pasivo se ponga voluntariamente en manos del agente. Ello 
sucede también en delitos que no parece exclusivamente dirigidos a atacar 
la voluntad ajena, como los delitos de la propiedad. Cuando alguien toma 
una cosa de otro con consentimiento de éste, no puede hablarse de hurto, 
ni de robo. No se trata de que concurra hurto o un robo que queda exento 
de responsabilidad penal, sino de que empieza por faltar el concepto mismo 
de hurto o robo. La Doctrina alemana emplea en este primer grupo de 
casos un término específico para designar la conformidad del afectado: el 
acuerdo. 
 
b) En un segundo grupo de casos se contemplan los supuestos en que el 
consentimiento de la víctima tiene lugar en hechos que atacan un bien 
jurídico del que puede disponer su titular, pero cuya lesión no desaparece 
por virtud del consentimiento. La doctrina alemana incluye en este grupo el 
consentimiento en las lesiones.  
 
En este segundo grupo de casos se designa en Alemania como 
consentimiento en sentido estricto. (pp. 516-517). 
 
Esta referencia al consentimiento en algunos tipos penales específicos hace que 
se le considere más como una causa de exclusión de la tipicidad, que como una 
causa de justificación. Sin embargo, al determinar el consentimiento el ámbito de 
realización de los demás elementos típicos y, con ello, la protección del bien 
jurídico, parece más correcto tratarlo como causa de justificación. La oposición o 
el consentimiento del titular del bien jurídico deben quedar claramente 
manifestados, aunque no siempre el consentimiento ha de ser expreso. Cabe 
también el consentimiento tácito en aquellos en los que una previa relación de 
confianza, basada en la gestión de negocios, relación de vecindad, etc., permita 
pensar que el titular del bien jurídico está de acuerdo en que alguien utilice (la 
persona que utiliza el automóvil de su socio para realizar una gestión a favor del 
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negocio común; el vecino que entra a la casa del amigo que se halla de 
vacaciones para regar las flores y evitar que se sequen, etc.). 
 
En el campo de derecho penal el consentimiento es, y por parte del sujeto llamado 
a verse perjudicado, el titular del bien jurídico, un acuerdo con el hecho, que no 
satisface con un mero dejar hacer, y que conlleva la renuncia a la protección que 
brinda el derecho, o expuesto de otra manera, la aceptación o permiso por parte 
de un particular para que otro realice una conducta típica. 
 
El consentimiento puede recaer sobre un delito doloso, uno culposo, un delito de 
acción o uno de omisión, y sin que pueda hacer alguna distinción en relación a la 
naturaleza del acto típico que lesiona o pone en peligro el bien jurídico.  
 
El objeto del consentimiento, al ser éste una aceptación de un acto punible y una 
renuncia a la protección que confiere el derecho, es el resultado, la lesión o puesta 
en peligro del bien jurídico tutelado, lo que no obsta a que el interesado pueda 
delimitar fácticamente su consentimiento restringiendo así al destinatario a la 
realización de determinados comportamientos. 
 
El consentimiento conserva su denominación si hay por parte del interesado una 
aceptación de una conducta punible que ataca un bien jurídico cuya lesión no 
desaparece, y, en cambio, toma el nombre de acuerdo si la tal conducta se dirige 
contra o prescindiendo de la voluntad del titular del derecho y el libre ejercicio de 
la misma. 
  
Para que el consentimiento pueda actuar como causa de justificación, es 
necesario que se den determinados requisitos: 
 
a) Facultad reconocida por el ordenamiento jurídico a una persona para 





facultad es cuestionable respecto de determinados bienes jurídicos como la 
vida o la integridad física. 
b) Capacidad para consentir, se requiere que el titular del derecho goce de 
juicio y equilibrio mental suficiente como para establecer el alcance de su 
aceptación y calcular razonablemente los beneficios y/o perjuicios que el 
acto le puede acarrear, es decir, se trata de una capacidad distinta a la que 
exige el derecho civil. 
c) La eficacia del consentimiento no debe provenir de un error ni haber sido 
obtenido mediante amenaza. Sólo bajo esta condición el consentimiento es 
un acto autónomo y, por lo tanto, sólo de esta manera elimina la lesión del 
bien jurídico. 
d) El consentimiento deber ser anterior a la acción. Un consentimiento a 
posteriori sólo es perdón. Por otra parte, se debe haber mantenido hasta el 
momento de la acción, es decir, es retractable. 
e) El consentimiento debe darse libremente, sin mediar coacción o engaño, y 
correspondiendo a la verdadera voluntad del acto del que consiente y, 
consiguientemente, es inoperante si emana de quien, aún con libertad, no 
tiene aceptación total e incondicional de los efectos del hecho que se 
permite.  
 
En ocasiones el titular del bien jurídico determinado no puede manifestar su 
consentimiento, pero resulta seguro que lo prestaría si pudiera. Ello puede 
suceder cuando el titular se halla ausente o inconsciente. Si en tal caso otra 
persona interviene en sus derechos en la seguridad de que el titular lo consentiría 
si pudiera, obra amparado por el llamado consentimiento presunto.  
 
Mir Puig, ejemplifica el consentimiento presunto (1998, p. 529), así: el médico 
puede practicar una operación que requiere el consentimiento del paciente, 
aunque éste no pueda prestarlo por hallarse inconsciente, si es seguro que lo 
consentiría si estuviera consciente.  Al ver un escape de agua en un piso vecino 
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durante una larga ausencia de su morador, el vecino entra forzando la cerradura 
para reparar la avería. 
 
Cuando la intervención resulte necesaria para salvar un bien no disponible por su 
titular, como la vida, no hará falta acudir a la figura del consentimiento presunto, 
sino que bastará que el hecho resulte amparado por estado de necesidad. En 
cambio, si el bien en peligro es disponible por su titular, sólo es lícito intervenir sin 
concurre consentimiento presunto, pues podrá suceder que el titular prefiriese 
asumir la lesión del bien en peligro antes que la intervención lesiva necesaria para 
evitar aquélla. El catedrático Mir Puig (1998, p. 529) lo ejemplifica así: el médico 
puede intervenir quirúrgicamente a quien se halle inconsciente si ello constituye la 
única forma de salvar su vida, aunque pudiera haber dudas de si el paciente 
consentiría (auxilio necesario). En cambio, en el ejemplo antes propuesto el vecino 
no puede entrar en la vivienda inundada si sabe que el morador no lo consentiría 
ni siquiera en ese caso. La situación sería distintinta si el agua amenazase con 
dañar otra vivienda. 
 
El consentimiento es presunto cuando no es expreso, es decir, cuando el titular del 
bien jurídico no ha podido emitirlo o no es posible recabárselo. Siendo los 
requisitos de su eficacia los siguientes: 
 
- La acción debe haber sido realizada en interés del titular del bien jurídico.  
- Deben recurrir las restantes condiciones del consentimiento. 
 
El consentimiento presunto se presenta en dos grupos de casos: colisiones 
internas de bienes e intereses en la esfera vital del afectado y renuncia de 
intereses propios en beneficio del agente o un tercero, y requiriéndose para que 
sea justificante combinar la ponderación de intereses desde el punto de vista del 
titular del derecho con la suposición objetiva acerca del cual habría sido su 







3.6.6.1. El consentimiento en las lesiones. Muñoz Conde (1989), sobre este 
caso refiere: 
 
No siempre una persona está facultada para disponer de sus bienes 
jurídicos.  Así, por ejemplo, está claro que el ordenamiento jurídico no 
reconoce la facultad a la persona para disponer de su vida desde el 
momento en que, si bien no castiga por razones político-criminales 
evidentes, el suicidio, sí castiga determinadas formas de participación en el 
suicidio ajeno. Respecto a la salud y a la integridad física la cuestión es 
más controvertida, tal es el caso de los tratamientos médicos, las lesiones 
deportivas, los trasplantes de órganos efectuados con arreglo a los 
dispuesto en la ley, esterilizaciones, salvo que el consentimiento se haya 
obtenido viciadamente o mediante precio o recompensa, o el otorgante 
fuera menor o incapaz en cuyo caso no será válido el prestado por estos ni 
por sus representantes legales. (p. 115). 
 
En otras palabras, el consentimiento en las lesiones sólo operará en aquellos 
casos con fines curativos o con fines estéticos o en el desarrollo de actividades 
deportivas, debiéndose estar en presencia de un consentimiento libre de coacción, 
de engaño o error, de lo contrario el acto será punible. Este tipo de consentimiento 
posibilita que el autor esté exento de responsabilidad penal al prevalecer el 
acuerdo sobre la voluntad del titular del bien jurídico y el libre ejercicio de una 
profesión. 
 
3.7. LAS CAUSAS DE JUSTIFICACIÓN EN EL CÓDIGO PENAL DE 
NICARAGUA  
En este capítulo, con la ayuda de la Doctrina, hemos visto y estudiado lo 
relacionado a las Causas de Justificación, y logramos apreciar que no existen 
marcadas diferencias entre los tratadistas sobre su clasificación y tratamiento 
jurídico. Dilucidadas estas eximentes, vamos a ocuparnos de describir cómo están 
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comprendidas en la legislación penal de Nicaragua. En este sentido podemos 
decir, que los legisladores han acogido, de forma amplia, lo señalado por la 
doctrina. 
 
En nuestro Código Penal vigente (Arto. 34 CP) las causas justificantes están 
confundidas con las demás causas eximentes de responsabilidad penal, con las 
que poseen el carácter de inimputabilidad y con las demás que excluyen la 
culpabilidad. Este mismo carácter presentaba el Código Penal anterior (Arto. 28 
Pn) 
 
Las clases de causas de justificación a las que nos hemos referido en apartados 
anteriores, nuestro Código Penal las contiene en el Capítulo Segundo, referido a 
las causas que eximen de la responsabilidad penal ubicadas de la siguiente forma: 
 
3.7.1. La legítima defensa, artículo 34, numeral 4, está exento de responsabilidad 
penal quien, actúe en legítima defensa de la persona o derechos propios o 
ajenos, siempre que concurran los requisitos siguientes. 
 
a) Agresión ilegítima; en caso de defensa de los bienes se considerará 
ilegítima, el ataque a los mismos que constituya delito y los ponga en 
grave peligro de deterioro o pérdida inminentes. En caso de agresión 
ilegítima a la morada y sus dependencias, se considerará la entrada 
indebida en una u otras; 
b) Necesidad racional del medio empleado para impedir o repeler la 
agresión; 
c) Falta de provocación suficiente por parte del defensor. 
 
3.7.2. El estado de necesidad, artículo 34 numeral 5, está exento de 
responsabilidad penal quien, en estado de necesidad, lesione o ponga en 
peligro un bien jurídico o infrinja un deber, siempre que concurran los 





 a) El mal causado no sea mayor al que se trate de evitar; 
 
 b) La situación de necesidad no haya sido provocada intencionalmente 
por el Sujeto; 
 
 c) El necesitado no tenga, por su oficio o cargo, obligación de 
sacrificarse. 
 
3.7.3. La obediencia debida, artículo 34 numeral 11, está exento de 
responsabilidad penal quien, actúe en virtud de obediencia. Se entiende por 
obediencia debida siempre que concurran los siguientes requisitos: 
 
a) Que la orden dimane de autoridad competente para expedirla y esté 
revestida de las formalidades exigidas por la ley; 
 
 b) Que el agente esté jerárquicamente subordinado a quien expida la 
orden; y, 
 
 c) Que la orden no revista el carácter de una evidente infracción 
punible. 
 
3.7.4. El legítimo ejercicio de un Derecho, artículo 34 numeral 7, está exento de 
responsabilidad penal quien, actúe en cumplimiento de un deber jurídico o 
en el ejercicio legítimo de un derecho, oficio o cargo. En el caso de la 
Policía Nacional el uso de la fuerza y las armas estará regulado por la ley 
respectiva. 
 
3.7.5. El Caso fortuito y el riesgo permitido, artículo 34 numeral 9, está exento de 
responsabilidad penal quien,  con ocasión de realizar una conducta lícita o 




3.7.6. El consentimiento en las lesiones, artículo 157, eximentes por 
consentimiento.  No serán punibles las lesiones realizadas en el cuerpo de 
otro con su consentimiento válido, libre, consciente, espontáneo y 
expresamente emitido, cuando estas tengan lugar con el fin de beneficiar su 
salud o la de un tercero o mejorar su apariencia física, salvo que el 
consentimiento se hubiere obtenido viciadamente o el otorgante sea un 














ANÁLISIS COMPARATIVO DE LEGISLACIONES PENALES 
LATINOAMERICANAS 
 
Las fuentes legislativas en materia de Derecho Penal en Latinoamérica, fueron 
básicamente, el derecho penal español y francés, siendo las influencias más 
importantes en el ejercicio del derecho penal. Las coincidencias del origen del 
Derecho Penal Latinoamericano, no significan, de ninguna manera, identidad 
absoluta en sus legislaciones; es por tal razón que se hace importante el estudio 
comparativo. 
 
La mayoría de países latinoamericanos, han venido desarrollando y modernizando 
el Derecho Penal en sus legislaciones, sin embargo hay unos códigos penales 
bien antiguos, como otros bien modernos; por ejemplo: Chile 1874;  Argentina 
1889, Bolivia 1973,  Colombia 1984,  Honduras 1984, Cuba 1987, Nicaragua 2008, 
Costa Rica 1970, Venezuela 2000, Brasil 1940. 
 
Los códigos penales, en su parte general, contienen una serie de causales que 
eximen de responsabilidad penal, bien porque el agente sea inimputable, porque 
legitimen el acto, o bien, porque en determinadas circunstancias, la comisión del 
hecho típico no sea reprochable. 
 
En particular, sobre el tema de éste estudio y para una mejor compresión 
realizaremos una breve descripción de la legislación penal de los países de Chile, 
Bolivia y Costa Rica, donde se acogen las causas de atipicidad y de justificación a 





4.1.  CHILE 
En el caso del Código Penal de Chile, en el Título I, denominado “Clasificación de 
los delitos y de las circunstancias que eximen de responsabilidad criminal, la 
atenúan o la agravan”, se define en el artículo 18, el concepto de delito. 
 
Así mismo, de forma taxativa en el artículo 109, contiene trece eximentes de 
responsabilidad criminal, dentro de las cuales se encuentran las causas de 
atipicidad y las de justificación. 
                                                        
8 CP Chile Arto. 1. Es delito toda acción u omisión voluntaria penada por la ley. Las acciones u 
omisiones penadas por la ley se reputan siempre voluntarias, a no ser que conste lo contrario. El 
que cometiere delito será responsable de él e incurrirá en la pena que la ley señale, aunque el mal 
recaiga sobre persona distinta de aquella a quien se proponía ofender. En tal caso no se tomarán 
en consideración las circunstancias, no conocidas por el delincuente, que agravarían su 
responsabilidad; pero sí aquellas que la atenúen. 
9  CP Chile. Arto. 10. Están exentos de responsabilidad criminal:  
1.° El loco o demente, a no ser que haya obrado en un intervalo lúcido, y el que, por cualquier 
causa independiente de su voluntad, se halla privado totalmente de razón.   
2.° El menor de dieciséis años. 
3.° El mayor de dieciséis años y menor de dieciocho, a no ser que conste que ha obrado con 
discernimiento. 
El Tribunal de Menores respectivo hará declaración previa sobre este punto para que pueda 
procesársele. 
4.° El que obra en defensa de su persona o derechos, siempre que concurran las circunstancias 
siguientes: 
Primera. Agresión ilegítima. 
Segunda. Necesidad racional del medio empleado para impedirla o repelerla. 
Tercera. Falta de provocación suficiente por parte del que se defiende. 
5.° El que obra en defensa de la persona o derechos de su cónyuge, de sus parientes 
consanguíneos legítimos en toda la línea recta y en la colateral hasta el cuarto grado inclusive, de 
sus afines legítimos en toda la línea recta y en la colateral hasta el segundo grado inclusive, de sus 
padres o hijos naturales o ilegítimos reconocidos, siempre que concurran la primera y segunda 
circunstancias prescritas en el número anterior, y la de que, en caso de haber precedido 
provocación de parte del acometido, no tuviere participación en ella el defensor. 
6.° El que obra en defensa de la persona y derechos de un extraño, siempre que concurran las 
circunstancias expresadas en el número anterior y la de que el defensor no sea impulsado por 
venganza, resentimiento u otro motivo ilegítimo. 
Se presumirá legalmente que concurren las circunstancias previstas en este número y en los 
números 4.° y 5.° precedentes, cualquiera que sea el daño que se ocasione al agresor, respecto de 
aquel que rechaza el escalamiento en los términos indicados en el número 1.° del artículo 440 de 
este Código, en una casa, departamento u oficina habitados, o en sus dependencias, o, si es de 
noche, en un local comercial o industrial y del que impida o trate de impedir la consumación de los 
delitos señalados en los artículos 141, 142, 361, 365, inciso segundo, 390, 391, 433 y 436 de este 
Código. 
7.° El que para evitar un mal ejecuta un hecho que produzca daño en la propiedad ajena, siempre 
que concurran las circunstancias siguientes: 
1.ª Realidad o peligro inminente del mal que se trata de evitar. 





Las causas de justificación, en el artículo 10 se encuentran identificadas de la 
forma siguiente: La legítima defensa, en los numerales 4, 5 y 6; el estado de 
necesidad, regulado en el numeral 7; el caso fortuito, en el numeral 8; y el 
cumplimiento de un deber,  en el numeral 10. 
 
El error en el Código Penal Chileno, se encuentra en forma expresa, concreta y 
sistemática en la disposición del tercer párrafo del artículo 1, cuando se refiere a 
que el que cometiere delito será responsable de él e incurrirá en la pena que la ley 
señale, aunque el mal recaiga sobre persona distinta de aquella a quien se 
proponía ofender.  En este caso, se habla del error accidental tanto en su forma de 
error sobre la persona como de arrebación en el golpe. De igual forma tenemos la 
fuerza irresistible  y el miedo insuperable en el numeral 9, del artículo 10. 
 
4.2.  BOLIVIA  
La legislación Boliviana por medio de su Código Penal regula lo concerniente a las 
causas de atipicidad en el artículo 410 y el artículo 1611, que establece el error de 
tipo y error de prohibición. De igual manera encontramos las causas de 
justificación como: la legítima defensa en el numeral 1; y el ejercicio legítimo de un 
derecho, oficio o cargo, cumplimiento de la ley o de un deber, en el numeral 2 del 
artículo 1112 de una manera descriptiva dentro de ése cuerpo de ley; el estado de 
necesidad en el artículo 1213, y lo relacionado a las lesiones consentidas, se 
encuentra preceptuado en el artículo 27614. 
                                                                                                                                                                         
3.ª Que no haya otro medio practicable y menos perjudicial para impedirlo. 
8.° El que con ocasión de ejecutar un acto lícito, con la debida diligencia, causa un mal por mero 
accidente. 
9.°El que obra violentado por una fuerza irresistible o impulsado por un miedo insuperable. 
10.° El que obra en cumplimiento de un deber o en el ejercicio legítimo de un derecho, autoridad, 
oficio o cargo. 
11.° Derogado. 
12.° El que incurre en alguna omisión, hallándose impedido por causa legítima o insuperable. 
13.° El que cometiere un cuasidelito, salvo en los casos expresamente penados por la ley. 
10 CP Bolivia. Arto. 4. (En cuanto al tiempo). Nadie podrá ser condenado o sometido a medida de 
seguridad por un hecho que no esté expresamente previsto como delito por ley penal vigente al 
tiempo en que se cometió, ni sujeto a penas o medidas de seguridad penales que no se hallen 
establecidas en ella. 
11 CP Bolivia.  Arto 16.- Error. 1. Error de tipo.- El error invencible sobre un elemento constitutivo 
del tipo penal excluye la responsabilidad penal por este delito. Si el error, atendidas las 
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4.3.  COSTA RICA 
En el caso del Código Penal de Costa Rica, regula el hecho punible, en el artículo 
1815. En la sección IV de dicho Código, se regulan las causas de justificación, 
encontrándose las siguientes: el cumplimiento de la ley, en el artículo 2516; el 
consentimiento del derecho habiente, en el artículo 2617; el estado de necesidad, 
en el artículo 2718; la legítima defensa, en el artículo 2819.  
                                                                                                                                                                         
circunstancias del hecho y las personales del autor, fuera vencible, la infracción será sancionada 
con la pena del delito culposo, cuando la ley lo conmine con pena.  El error sobre un hecho que 
cualifique la infracción o sobre una circunstancia agravante, impedirá la aplicación de la pena 
agravada. El delito cometido por error vencible sobre las circunstancias que habrían justificado o 
exculpado el hecho, será sancionado como delito culposo cuando la ley lo conmine con pena. 2. 
Error de prohibición.-El error invencible sobre la ilicitud del hecho constitutivo del tipo penal excluye 
la responsabilidad penal. Si el error fuera vencible, la pena podrá atenuarse conforme al artículo 
39.”- 
12 CP Bolivia. Arto. 11. I. Está exento de responsabilidad: 1) Legítima Defensa.- El que en defensa 
de cualquier derecho, propio o ajeno, rechaza una agresión injusta o actual, siempre que hubiere 
necesidad racional de la defensa y no existiese evidente desproporción del medio empleado. 2) 
Ejercicio de un derecho, oficio o cargo, cumplimiento de la Ley o de un deber.- El que en el 
ejercicio legítimo de un derecho, oficio o cargo, cumplimiento de la ley o de un deber, vulnera un 
bien jurídico ajeno.  II. El exceso en las situaciones anteriores será sancionado con la pena fijada 
para el delito culposo. Cuando proviniere de una excitación o turbación justificables por las 
circunstancias concomitantes en el momento del hecho, estará exento de pena.”  
13 CP Bolivia  Arto. 12. Estado de necesidad.- Está exento de responsabilidad el que para evitar 
una lesión a un bien jurídico propio o ajeno, no superable de otra manera, incurra en un tipo penal, 
cuando concurran los siguientes requisitos: 1) Que la lesión causada no sea mayor que la que se 
trata de evitar, tomando en cuenta, principalmente, la equivalencia en la calidad de los bienes 
jurídicos comprometidos; 2) Que la lesión que se evita sea inminente o actual, e importante; 3) Que 
la situación de necesidad no hubiera sido provocada intencionadamente por el sujeto; y,  4) Que el 
necesitado no tenga por su oficio o cargo, la obligación de afrontar el peligro. 
14 CP Bolivia Arto. 276°.- Causa de impunidad. No se aplicará ninguna sanción, cuando las 
lesiones fueren leves y hubieren sido causadas por los cónyuges, ascendientes, descendientes, 
hermanos, afines en línea recta, cuñados, cuando vivieren juntos. 
15 CP Costa Rica. Arto. 18. El hecho punible puede ser realizado por acción o por omisión. 
Cuando la ley reprime el hecho en consideración al resultado producido, responderá quien no lo 
impida si podía hacerlo, de acuerdo con las circunstancias, y si debía jurídicamente evitarlo. 
16 CP Costa Rica. Arto. 25. Cumplimiento de la ley. No delinque quien obrare en cumplimiento de 
un deber legal o ejercicio de un derecho”. En este sentido, la presente causa de justificación solo 
podrá aplicarse cuando colisione con otro deber, es decir, el que cumple con el derecho podría 
cometer delito por cuanto cumplir con la ley no puede ser arbitrario. 
17 CP Costa Rica. Arto. 26. Consentimiento del Derechohabiente. No delinque quien lesiona o 
pone en peligro un derecho con el consentimiento de quien válidamente pueda darlo. 
18 CP Costa Rica. Arto. 27. Estado de Necesidad. No comete delito el que, ante una situación de 
peligro para bien jurídico propio o ajeno, lesiona otro, para evitar un mal mayor, siempre que 
concurran los siguientes requisitos: a) Que el peligro sea actual o inminente; b) Que no lo haya 
provocado voluntariamente; y c) Que no sea evitable de otra manera. Si el titular del bien que se 
trata de salvar, tiene el deber jurídico de afrontar el riesgo, no se aplicará lo dispuesto en este 
artículo. 
19 CP Costa Rica. Arto. 28. Legítima Defensa. No comete delito el que obra en defensa de la 
persona o derechos, propios o ajenos, siempre que concurran las siguientes circunstancias: a) 





Así mismo encontramos regulado el caso fortuito o fuerza mayor, en el artículo 
3320; la obediencia debida, en el artículo 3621; las lesiones consentidas, en el 
artículo 12922. 
 
El Código Penal costarricense, regula el error, como causa de atipicidad, en dos 
tipos penales: error de hecho, establecido en el artículo 3423, y el error de derecho, 
preceptuado en el  artículo 3524. 
 
ANALISIS COMPARATIVO 
Luego de haber revisado las legislaciones penales de Chile, Bolivia, Costa Rica y 
Nicaragua, podemos manifestar que en el caso de la legislación chilena, ésta se 
encuentra bastante atrasada en lo relativo al tratamiento directo de las causas de 
atipicidad y de justificación, debido a la no actualización de su legislación penal.   
En lo relativo al caso de Nicaragua, el CP Chileno (artículo 10) tenía semejanza  a 
nuestro Código Penal anterior Pn (artículo 28), ya que destinaba un apartado 
general de las eximentes y no contemplaba claramente lo relacionado al error. 
                                                                                                                                                                         
agresión. Se entenderá que concurre esta causal de justificación para aquel que ejecutare actos 
violentos contra el individuo extraño que, sin derecho alguno y con peligro para los habitantes u 
ocupantes de la edificación o sus dependencias, se hallare dentro de ellas, cualquiera que sea el 
daño causado al intruso. 
20 CP Costa Rica. Arto. 33. Caso fortuito o fuerza mayor. No es culpable quien realiza el hecho 
típico por caso fortuito o fuerza mayor. 
21 CP Costa Rica. Arto. 36. Obediencia Debida. No es culpable el que actúa en virtud de 
obediencia, siempre que concurran los siguientes requisitos: a) Que la orden dimane de autoridad 
competente para expedirla y este revestida de las formas exigidas por la ley; b) Que el agente este 
jerárquicamente subordinado a quien expide la orden; y c) Que la orden no revista el carácter de 
una evidente infracción punible. 
22 CP Costa Rica. Arto. 129. Lesiones consentidas. No son punibles las lesiones que se 
produzcan, al lesionado con su consentimiento, cuando la acción tiene por fin beneficiar la salud de 
otros. 
23 CP Costa Rica. Arto. 34. Error de hecho. No es culpable quien, al realizar el hecho, incurre en 
error sobre algunas de las exigencias necesarias para que el delito exista, según su descripción. 
No obstante, si el error proviene de culpa, el hecho se sancionará solo cuando la ley señale pena 
para su realización a tal título. Las mismas reglas se aplicarán respecto de quien supone 
erróneamente la concurrencia de circunstancias que justificarían el hecho realizado. 
24 CP Costa Rica. Arto. 35. Error de derecho. No es culpable, el que por error invencible cree que 
el hecho que realiza no está sujeto a pena. Si el error no fuere invencible, la pena prevista para el 
hecho podrá ser atenuada, de acuerdo con lo que establece el artículo 79.” 
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En cambio la legislación penal de Bolivia, ya se encuentra más moderna al igual 
que la nuestra, sin embargo no contempla claramente todas las causas de 
justificación, como el tema del caso fortuito y en el caso de las lesiones 
consentidas están limitadas en su ejercicio (artículos 12 y 276). 
 
No obstante, el Código Penal de Costa Rica, tienen claramente enumerada 
taxativamente las causas de justificación y las causas de atipicidad. 
 
Un aspecto característico de las cuatro legislaciones, es que en ellas se enuncia o 
invoca el Principio de Legalidad al establecer que no habrá delito y nadie podrá 
ser condenado o sometido a medida de seguridad por un hecho que no esté 
expresamente previsto como delito en la ley penal. 
 
En materia de la regulación del error, el CP de Chile no tiene un articulado propio, 
ya que está regulado en el tercer párrafo del artículo 1; en cambio nuestro CP 
(artículos 25 y 26), el de Bolivia (artículo 16), y el de Costa Rica (artículo 34 y 35), 
dedican apartados específicos para el tratamiento del error, con la diferencia que 
Costa Rica  los identifica como error de hecho y error de derecho, concibiendo al 
primero como error de tipo y al segundo como error de prohibición. En este 
particular, el resto de las legislaciones penales comparadas, han adoptado la 
doctrina moderna al regular en sus ordenamientos jurídicos el error de tipo y error 
de prohibición.  
 
En lo relacionado a la legítima defensa regulado por los Códigos Penales de 
Nicaragua (artículo 34, numeral 4), Chile (artículo 10, numeral 4, 5, y 6 párrafo 1 y 
2), Bolivia (artículo 11, numeral 1), y Costa Rica (artículo 28) son coincidentes en 
su regulación. En tal sentido, la mayoría ha acogido los requisitos que la Doctrina 
establece para que se cumpla esta eximente, los cuales son: la agresión ilegitima -
actual e inminente-, la necesidad racional del medio empleado para impedirla o 






Sin embargo, la legislación costarricense difiere en el tratamiento de la falta de 
provocación suficiente por parte del que se defiende, ya que no es acogido por su 
artículo 28 CP, pero se encuentra contemplado como requisito del estado de 
necesidad (artículo 27, inciso b). Al igual que la legislación penal boliviana que no 
acoge este requisito pero lo incorpora como requisito del estado de necesidad 
(artículo 12, numeral 3 CP). 
 
Cabe señalar que en las cuatro legislaciones, se indica que se pueden defender 
las personas o derecho propios o ajenos. De manera que, según lo preceptuado 
por estos Códigos, se podría defender cualquier bien jurídico, sea propio o de un 
tercero. Reafirmándose con lo anteriormente expresado que la Doctrina 
Internacional tiene un lugar importante en los ordenamientos internos de los 
países latinoamericanos.  
 
En forma más detenida podemos observar que el CP de Chile es más amplio en la 
regulación de la legítima defensa, ya que considera cuatro situaciones en la que 
ésta se pueden presentar, siendo; la legítima defensa propia (artículo 10, numeral 
4), la legítima defensa de los parientes (artículo 10, numeral 5), la legítima defensa 
de extraños (artículo 10, numeral 6 párrafo 1) y legítima defensa privilegiada 
(artículo 10, numeral 6 párrafo 2). En cambio las legislaciones de Nicaragua, 
Bolivia y Costa Rica no tienen esa amplitud, ya que ellas regulan de forma general 
la mencionada eximente. 
 
En lo que respecta el estado de necesidad, observamos que en los cuatro Códigos 
Penales comparados, la mayoría coinciden en los requisitos para que esta 
eximente se cumpla, como son: que el mal causado no sea mayor que el que se 
pretende evitar, que la situación de necesidad no haya sido provocada 
intencionalmente por el sujeto, y que el necesitado no tenga, por su oficio o cargo, 
obligación de sacrificarse. Sin embargo, la legislación penal chilena, boliviana, y 
costarricense  difieren con la nicaragüense agregando otro requisito como es que 




El caso fortuito y el riesgo permitido, están regulado en el Código Penal de 
Nicaragua (artículo 34, numeral 9), en el numeral 8 del artículo 10 del Código 
Penal de Chile, y en el Código Penal de Costa Rica, como caso fortuito o fuerza 
mayor (artículo 33).  
 
Siguiendo con la comparación, tenemos la obediencia debida, reconocida como 
causa de justificación por nuestro Código Penal nicaragüense (artículo 34, 
numeral 11 CP), y el Código Penal de Costa Rica (artículo 36), coincide con los 
requisitos para que esta causa se cumplan. En ambos, podemos observar que 
debe existir tal a como lo establece la doctrina, una relación jerárquica, una 
competencia abstracta, una competencia de subordinado, que la orden sea 
expresa y aparezca revestida de las formalidades legales, y antijurídica.  No 
obstante, en el Código Penal de Chile, no existe esta eximente dentro del catálogo 
de su artículo 10, sino que contempla en el numeral 10 de este artículo, como 
causal de justificación “obrar en cumplimiento de un deber”, tal a como sucede en 
el Código Penal de Bolivia, que contempla la misma causal en el artículo 11, 
numeral 2. 
  
El ejercicio legítimo de un derecho¸ contemplado en el artículo 34, numeral 7 de 
nuestro Código Penal, es retomado de igual manera en las legislaciones penales 
de Chile, Bolivia y Costa Rica, y de la redacción de sus artículos podemos estimar 
que para que se cumpla esa causal se tiene que dar los requisitos que la doctrina 
ha identificado, como es la existencia de un derecho por parte de quién actúa, y el 
reconocimiento de dicho derecho por parte de una norma positiva. 
 
El consentimiento en las lesiones, se encuentra regulado tanto en el Código Penal 
de Nicaragua, en su artículo 157; como en el Código Penal de Costa Rica, en el 
artículo 129, bajo el título de lesiones consentidas, en ambos preceptos se tiene 
que reunir las condiciones de que el sujeto pasivo de la lesión manifieste o dé su 





No obstante, hay que considerar que la acción debe tener por fin beneficiar la 
salud de otros, esto es en el supuesto de que la lesión producida al sujeto pasivo 
no ponga en peligro su vida y tienda a salvar la vida de un tercero. La legislación --
penal de Costa Rica, tiene una particularidad, siendo esta, la regulación del 
consentimiento del derechohabiente, como causa de justificación.  
 
En la legislación penal Chilena, no existe una regulación expresa del 
consentimiento del interesado como causa de justificación, pero se hacen 
referencias aisladas a este, como en el caso del artículo 14425, que se refiere a la 
violación del domicilio consistente en entrar en morada ajena contra la voluntad 
del morador; y el artículo 43226 del CP, el hurto, consiste en la apropiación de un 
cosa mueble ajena contra la voluntad de su dueño.  De igual manera sucede en el 
Código de Bolivia, no existe ningún artículo que regule de forma expresa esta 
causal.  Sin embargo, en algunos artículos hace alusión al consentimiento, como 
el caso del artículo 276 del CP Boliviano. 
 
Como conclusión a este análisis comparativo realizado en las legislaciones 
penales de Nicaragua, Chile, Bolivia y Costa Rica, puede observarse que en la 
mayoría no existe diferencia significativa, en cuanto a la regulación de las causas 








                                                        
25 CP Chile Arto. 144. El que entrare en morada ajena contra la voluntad de su morador, será 
castigado con reclusión menor en su grado mínimo o multa de seis a diez sueldos vitales. 
Si el hecho se ejecutare con violencia o intimidación, el tribunal podrá aplicar la reclusión menor 
hasta en su grado medio y elevar la multa hasta quince sueldos vitales. 
26 CP Chile Arto. 432. El que sin la voluntad de su dueño y con ánimo de lucrarse se apropia cosa 
mueble ajena usando de violencia o intimidación en las personas o de fuerza en las cosas, comete 







ANÁLISIS DE SENTENCIAS PENALES NICARAGÜENSES 
 
El producto final del Sistema de Administración de Justicia lo constituyen las 
sentencias judiciales, en este apartado se pretende identificar o conocer cómo los 
jueces las dictan considerando algunas de las causas de atipicidad y/o de 
justificación. 
 
Con este trabajo de análisis de sentencias hemos intentado avanzar, pues, es un 
terreno poco frecuentado, aunque su aplicación constituye un asunto de 
extraordinaria importancia; así como también de gran dificultad, ya que no es 
sencillo acceder a las resoluciones judiciales mismas, a los expedientes del caso y 
la postura negativa de parte de los órganos judiciales para lograr realizar estos 
trabajos de investigación. 
 
Antes de entrar en el análisis, es necesario resaltar que las dos resoluciones 
judiciales objeto de estudio, se refieren a procesos llevados y aplicados con el 
Código Penal Anterior Pn, aunque una de ellas se emitió recientemente, el delito 
ahí tratado se ejecutó en fecha de vigencia del Pn, esto nos reitera lo expresado 
en el párrafo anterior. 
 
Al analizar las sentencias perseguimos encontrar que si lo expresado por la 
Doctrina ha sido tomado en cuenta por los tribunales. 
 
La primera sentencia a analizar esta referida a un caso de atipicidad, y 







Atipicidad de los hechos 
Caso: Estafa por Endoso de Acciones 
Auto Resolutivo del Tribunal de Apelaciones Circunscripción Managua, Sala 
Penal, 30/11/2009.27 
 
Supuesto de hecho: 
En 1998 el señor Fernando Alfonso Gallo Aguilar y los hermanos Roberto, Alberto 
y Juan Rondón Sacasa, incluida la esposa de Gallo, constituyeron la sociedad 
Ventus, para desarrollar un proyecto eólico en Hato Grande, Chontales, una finca 
de los hermanos Rondón, con 98 acciones a favor de Gallo, una de Roberto 
Rondón y otra a nombre de Benjamín Gallo. 
 
En el mes de Septiembre del 2007 el señor Gallo, socio mayoritario suscribió con 
su firma las acciones de dicha empresa y se las entregó al acusado Roberto 
Rondón Sacasa, para que éste se encargara de negociar dichas acciones con 
eventuales inversionistas Nacionales o Extranjeros.  
 
Posteriormente, el señor Roberto Francisco Rondón Sacasa distribuyó dichas 
acciones entre las personas siguientes: Roberto Francisco Rondón Sacasa, Juan 
Bautista Rondón Sacasa y Alberto Eugenio Rondón Sacasa, a quienes les 
correspondieron acciones que representan el cincuenta y uno por ciento (51%) del 
capital social y al matrimonio formado por los señores Fernando Alfonso Gallo 
Aguilar y a su esposa Karina Rondón Sacasa, a quienes les correspondieron 
acciones que representan el cuarenta y nueve por ciento (49%) del Capital de la 
Sociedad “Ventus de Nicaragua, S. A.” 
 
Problemas del caso: 
El señor Gallo Aguilar, sostiene, que al firmar las acciones por su reverso, él no las 
endosó en propiedad, sino que lo hizo en calidad de depósito, por lo que al 
apropiarse y disponer de ellas el señor Roberto Francisco Rondón Sacasa, 
                                                        
27 Ver Anexo 1 
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cometió el Delito de Estafa, ya que así lo estipula el Código Penal de 1974, en el 
numeral 6 del artículo 28328.  Dado que las acciones referidas  fueron el medio con 
el que supuestamente se produjo la Estafa que es objeto del proceso. 
 
En la acusación, el señor Gallo Aguilar explica que endosó en blanco sus 98 
acciones a Roberto Rondón Sacasa para que se encargara de negociar dichas 
acciones con posibles inversionistas nacionales o extranjeros que se presentaran 
mientras él estuviese fuera del país. Que el endoso de las 98 acciones de Ventus 
lo hizo sin leyenda ni fecha más que la firma de su puño y letra y que a Roberto 
Rondón, sabiendo que Ventus tiene a su favor una comisión de más de un millón 
de dólares por ventas de equipos para otra empresa, lo despertó la codicia y las 
distribuyó a su gusto y antojo entre sus hermanos. 
 
Extracto de los fundamentos jurídicos:29 
Considerando la Sala Penal que las acciones referidas fueron el medio con el que 
supuestamente se produjo la Estafa que es objeto del proceso, la Sala profundizó 
en la normativa jurídica que de aplicársele a éstas, en tal situación analizó los 
siguientes artículos del Código de Comercio, los artículos 224 y siguientes que 
señalan: El Capital Social de las Sociedades Anónimas se divide en acciones, que 
éstas forman parte del Capital Social y permite participar en las utilidades de la 
empresa, que la propiedad de las acciones se prueba por el endoso.  Por otra 
parte, dado que la Doctrina Jurídica reconoce que es un Título Valor o 
representación de la parte alícuota en que se divide el Capital de una Sociedad 
Anónima, procedió a establecer lo que sobre ésta materia determina nuestra Ley 
General de títulos Valores, y a este efecto encontró que los Títulos Valores, según 
su Ley de circulación pueden ser al portador, a la orden y nominativos (arto. 46 
LGTV).  La transferencia de un Título Valor al portador se opera con la simple 
                                                        
28 Arto. 283.- Comete delito de estafa el que con ánimo de lucro y en perjuicio del patrimonio de otro 
verifica con éste un convenio o realiza actos valiéndose para ello de cualquiera d los siguientes 
métodos:….. 6. Sirviéndose de una firma en blanco dada o puesta con otro objeto o sin ninguno para 
extender sobre ella algún documento en perjuicio del firmante o de un tercero. 
29 Véase Folios Nos. 2 y 3 Auto Resolutivo del Tribunal de Apelaciones Circunscripción Managua, 





entrega del título y el poseedor de éste se legitima con solo la presentación del 
título (arto. 49 y 50 LGTV), la transferencia del título valor a la orden se opera 
mediante endoso y entrega del Título, y también ésta puede transmitirse por medio 
diverso del endoso, como lo sería en virtud de una sentencia o ejecución forzosa o 
a causa de la muerte del causante (artos. 53, 54 y 55 LGTV).  El poseedor de un 
Título Valor a la orden se legítima para el ejercicio del Derecho en él consignado a 
base de una serie no interrumpida de endosos, aún cuando el último endoso sea 
en blanco.  El endoso deber ser puro y simple, cualquier condición puesta al 
endoso se tiene como no escrita.  El endoso será incondicionado aún cuando 
haga referencia al negocio que originó el endoso según artos. 58, 62 y 63 LGTV, 
salvo disposición distinta de una ley, el título nominativo puede ser transferido 
también mediante endoso y entrega del título. La transferencia del título 
nominativo mediante endoso tiene plena eficacia entre las partes. En lo que ni está 
expresamente reformado serán aplicables al endoso del Título valor las reglas del 
capítulo anterior. El poseedor legitimado de un título de crédito no está sujeto, en 
ningún caso, a reivindicación, a menos que haya adquirido la posesión de mala fe. 
La reivindicación del título de crédito, en su caso, se sujetará a las reglas del la 
reivindicación de cosas muebles según artos. 77, 78 y 80 LGTV. 
 
Explicación y profundización: 
Las cuestiones tratadas con el supuesto endoso, el Auto Resolutivo es muy 
instructivo porque tiene elementos fundamentadores de la exclusión de la 
responsabilidad penal, al manifestar que en el caso sub lite, la Sala considera por 
unanimidad, que la entrega endosada de los títulos Valores Accionarios, que son 
objeto de este proceso penal, hecha a Roberto Francisco Rondón Sacasa, por el 
señor Fernando Alonso Gallo Aguilar, constituyó un acto traslativo de dominio, 
acto que no admite prueba en contrario, por estar debidamente establecido y 
regulado en los artículos de nuestra Ley General de Títulos Valores supra citados 
y por cuanto la citada Ley contempla que el endoso en blanco es traslativo de 
dominio o endoso en propiedad a favor de quien recibe el Título Valor así 
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endosado, por consiguiente no cabe aplicarle al acusado el numeral 6 del arto 283 
de nuestro Código Penal anterior (Pn).30 
 
La Sala es concluyente que se está ante una causa que es atípica ya que no 
corresponde en materia penal a ningún acto delictivo31, y en el Por Tanto I la Sala 
resuelve que los hechos acusados no constituyen el delito de Estafa establecido 
en el numeral 6 del arto. 283 Pn, por lo que ellos son atípicos.32 
 
Cuestiones que requieren ser aclaradas: 
La Sala Penal Dos del Tribunal de Apelaciones de Managua (TAM) falló una 
apelación a favor de los hermanos Rondón Sacasa, aceptando que no hay delito 
porque nunca hubo depósito y que el endoso de acciones en blanco es permitido 
por la Ley de Títulos Valores y por el Código de Comercio.  
 
Es necesario mencionar, que durante el desarrollo de este proceso, la Fiscalía a 
través de la fiscal auxiliar Karla Andino, introdujo un escrito en el juzgado de 
Audiencia de Managua que llevaba el caso, indicando que en la causa contra los 
hermanos Rondón Sacasa existe la causal de atipicidad del hecho, es decir, que 
no hay delito en los hechos por los cuales se formuló la acusación.  Sin embargo, 
en la audiencia inicial del caso, ante el juez se presentó el fiscal Manuel Reyes, en 
sustitución de la fiscal Andino, considerando que lo dicho por la fiscal Andino 
estaba equivocado y pidió que se tenga por no puesto el escrito presentado por la 
Fiscalía. 
 
La Sala conoció este caso por las diligencia del abogado defensor, ya que en el 
escrito interpuesto, manifiesta que, la primera instancia resolvió de manera 
negativa las excepciones de Falta de Acción y Atipicidad de los hechos acusados 
y que es un fundamento fondo sustentado en las pruebas que ofreció la acusación 
                                                        
30 Véase Folio No.  3, Auto Resolutivo del Tribunal de Apelaciones Circunscripción Managua, Sala 
Penal, 30/11/2009. 
31 Véase Folio No.  4, Auto Resolutivo del Tribunal de Apelaciones Circunscripción Managua, Sala 
Penal, 30/11/2009. 
32 Véase Folios Nos.  4 y 5, Auto Resolutivo del Tribunal de Apelaciones Circunscripción Managua, 





y que él conoció en el período de intercambio y que los hechos acusados e 
investigados son propios de una Sociedad Mercantil. 
 
Causas de Justificación de los hechos. 
Caso: Delito de Lesiones Dolosas. 
 
SENTENCIA No. 55 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. SALA PENAL.- 
Managua, doce de Noviembre del dos mil cuatro.- Las nueve y treinta minutos de 
la mañana.33 
 
Supuesto de hecho: 
La Fiscal auxiliar de Managua, Licenciada Karla Santamaría Palacios, presentó 
acusación por delito de lesiones dolosas en perjuicio del señor Edgard Felipe Ruiz 
Martínez, en contra del señor Ronald Leonardo Mendoza Gutiérrez; provocada 
producto de la intervención del primero en una riña familiar entre el acusado y su 
compañera de vida que a su vez es hermana de la víctima. 
Luego del período probatorio, el día veintiocho de octubre del año dos mil tres, se 
celebró la audiencia de debate de la pena, donde la fiscalía expresó que de 
conformidad  a los artículos 13734 y 14335 Pn, al acusado debía imponérsele la 
pena máxima, ya que las lesiones pusieron en peligro la vida de la víctima y por 
ser además cuñado del acusado.  El Juez dictó sentencia definitiva el día treinta 
de octubre del año dos mil tres, condenando al acusado señor Mendoza Gutiérrez, 
por el delito de lesiones dolosas graves a una pena principal de cincos años de 
prisión, quien estando inconforme con el fallo presentó un Recurso de Apelación, 
dictándose sentencia el veinte de febrero del año dos mil cuatro, con la que se 
confirma el fallo de la primera instancia. 
                                                        
33 Ver Anexo 2 
34 Arto. 137.- Bajo el nombre de lesión se comprende no solamente las heridas, contusiones, 
escoriaciones, fracturas, dislocaciones y quemaduras, sino toda alteración en la salud y cualquier 
otro daño a la integridad física o síquica de las personas si estos efectos son producidos por una 
causa externa. (Reformado por la Ley No 230). 
35 Arto. 143.-. Al que infiera lesiones que pongan en peligro la vida, se le impondrá de tres a cinco 
años de prisión, si las lesiones son una consecuencia de violencia entre miembros de la familia, se 
impondrá la pena máxima que corresponde al delito. (Reformado por la Ley No 230). 
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Posteriormente la defensa del señor Mendoza, interpuso recurso de casación 
amparado en motivos de fondo, solicitando que la Sentencia debía ser casada, 
basados en el inciso 2 del artículo 388 CPP, debido que tanto la primera y la 
segunda instancia que confirman el fallo, han mal calificado los hechos, lo que ha 
dado origen a la aplicación indebida de la norma sustantiva ya que el artículo 143 
Pn establece la pena de prisión de tres a cinco años, por no demostrarse el 
parentesco entre la víctima y el acusado, además se le debió aplicar como 
atenuantes lo establecido en el artículo 28 Pn, inciso 436; y 29 inciso 1 Pn, 
debiendo aplicarse la pena mínimo que establece el artículo 143 Pn. 
 
Extracto de los fundamentos jurídicos. 
La Sala Penal tomando en cuenta todos los argumentos esgrimidos por el 
recurrente, consideró que el alegato de desvirtuar la unión de hecho estable, es 
desafortunado de acuerdo al artículo 72 de la Cn37, y en los artículos XXIII y XXIV 
del Título Preliminar del Código Civil, encontrándose entonces ante una relación 
por afinidad ilegítima en 2º grado colateral igual con la víctima, reconocido por el 
artículo 237 Pn38 reformado  por la Ley 230. 
 
Así mismo la Sala analizó los artículos 29, inciso 1, 5, 939; y 28 inciso 4 Pn, donde 
quedó demostrado en los autos que el hecho fue durante la noche y en casa de 
habitación del acusado, circunstancias que ajustan a las establecidas en la 
eximente penal contenidas en el artículo 28, inciso 4 Pn.  
                                                        
36 Arto. 28.- Están exentos de responsabilidad criminal:….4- El que obra en defensa de su persona 
o derechos o de la persona o derechos de otro si concurren las circunstancias siguientes: a) 
Agresión ilegítima; b) Necesidad racional del medio empleado para impedirla o repelerla; y c) Falta 
de provocación del que hace la defensa.  
37 Arto. 72.- El matrimonio y la unión de hecho estable están protegidos por el Estado; descansan 
en el acuerdo voluntario del hombre y la mujer y podrán disolverse por mutuo consentimiento o por 
la voluntad de una de las partes. La ley regulará esta materia. 
38 Arto. 237.- Para los efectos de este Capítulo se entiende por familia, el cónyuge o compañera en 
unión de hecho estable con sus hijos e hijas, la mujer u hombre en su papel de padre o madre solo 
o sola con sus hijos e hijas convivientes y los colaterales hasta el tercer grado de consanguinidad o 
afinidad. (Reformado por la Ley No 230). 
39 Arto. 29.- Son circunstancias  atenuantes de la responsabilidad criminal:… 1- Las expresada en el 
artículo anterior cuando no concurran todos los requisitos necesarios para eximir responsabilidad en 





Sin embargo, no quedó demostrado en sus extremos strictus sensun la legítima 
defensa, pero que el señor Ruíz Martínez, reconoció que ingresó a la casa de su 
hermana y por ende del acusado, justificando su acción, aduciendo la riña que 
existía entre estos dos últimos.  
 
De igual manera, declaró que el acusado señor Mendoza Gutiérrez se encontraba 
en estado de ebriedad y ofuscado, circunstancia que se encuentra recogida como 
atenuante en el numeral 5 del artículo 29 Pn. Sumado a esto el encartado confesó 
su delito ante el juicio oral y púbico, por lo que se excluye del patrón típico del 
criminal. 
 
Tomando en consideración lo anterior la Sala consideró que las tres circunstancias 
eximentes del artículo 28, inciso 4 Pn, debieron ser tomadas al momento de 
determinar la pena, por lo que la Sala casa la Sentencia recurrida,  reformándola 
en la pena impuesta al acusado Ronaldo Leonardo Mendoza Gutiérrez, a la pena 
de tres años de prisión. 
 
De lo antes expuesto, se concluye que la Corte Suprema de Justicia, actuó en 
estricto derecho al casar la Sentencia recurrida, si bien es cierto existe afinidad 
ilegitima entre el acusado y la víctima; tanto la primera instancia y la segunda 
instancia debieron tomar en cuenta las tres circunstancias eximentes del artículo 
28, numeral 4 Pn, ya que de acuerdo a los testigos la riña se produjo en horas de 
la noche, por lo que el acusado tuvo que repeler la invasión nocturna, es decir 
rechazó las agresiones que le estaba ocasionando el señor Edgardo Felipe Ruiz 
Martínez. 
                                                                                                                                                                         
habitual o posterior al proyecto de cometer un delito…9- Denunciarse y confesar su delito si pudiendo 
eludir la acción de la justicia por medio de la fuga u ocultándose no lo hace. 
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CONCLUSIONES Y PROPUESTAS 
 
Las causas de justificación son acciones permisivas por la ley, y por cuanto, 
excluyen la responsabilidad penal del autor, siempre y cuando se tengan 
presentes, en casos concretos, las diversas circunstancias en que se pueden 
presentar las mencionadas eximentes. De tal manera que la exclusión proviene 
porque la acción realizada no corresponda o no se ajuste al tipo legal, o bien 
porque, aun existiendo tal correspondencia, concurra una particular circunstancia 
que justifique esa acción. 
 
Estas eximentes se presentan, por lo general, cuando un ciudadano defiende su 
persona, sus bienes, o sus seres queridos, pero el ordenamiento jurídico, en casos 
de conflicto de intereses, autoriza o permite que tales intereses tutelados sean 
sacrificados para salvaguardar un interés más importante o de mayor valor. 
 
Hay que señalar que el objetivo de esta investigación relacionado a la 
identificación de las causas de atipicidad y a las causas de justificación; se 
cumplió su propósito a través de su ubicación en el Derecho Penal Nicaragüense y 
con la comparación con otras legislaciones penales latinoamericanas, encontrando 
que no existen mucha diferencia entre estas, en vista  que establecen las causales 
de atipicidad y las causales de justificación que la Doctrina actual ha señalado. Sin 
embargo, encontramos que las causales de justificación en la legislación penal 
nicaragüense están confundidas con las de inimputabilidad y con las que excluyen 
la culpabilidad.  
 
Cabe destacar que la legislación penal de nuestro país, ha tenido un gran avance 
en regular de forma expresa el error de tipo y el error de prohibición, así como las 
lesiones consentidas, que no se estaban definidas en el Código Penal anterior. 
 
El objetivo relacionado al análisis de sentencias dictadas por los órganos judiciales 





relacionada con las causas de justificación y otra sobre las causas de atipicidad, 
se observa en las dos sentencias que los jueces efectivamente valoraron 
adecuadamente las eximentes invocadas. 
 
Para finalizar con nuestro trabajo, después de haber realizado un análisis del tema 
de investigación, y habiendo presentado las conclusiones anteriores, presentamos 
las propuestas siguientes: 
 
Se tiene que mejorar los mecanismos para que los órganos de justicia en conjunto 
con los demás operadores, fundamenten, en los juicios penales, claramente la 
invocación de las causas de exclusión de responsabilidad aquí estudiadas, ya que 
no se muestra claramente en las sentencias analizadas en el presente trabajo, 
cual ha sido su criterio para resolver el caso. Recordemos que las sentencias 
tienen consecuencias jurídicas, que transciende tanto el plano judicial, como el 
social, es por esta razón, que es importante la fundamentación de sus sentencias, 
ya que en el tema que nos ocupa podrá servir de motivación al ciudadano para 
tener un buen comportamiento ante la sociedad. 
  
Es de suma importancia, que en cada caso los Jueces deben analizar todas las 
circunstancias con mucho detenimiento, para poder determinar si se configuran las 
causas de justificación y las causas de atipicidad  establecidas en el Código Penal 
nicaragüense. 
 
Se recomienda que en los programas de estudio de Derecho Penal, se realice un 
mejor método de ilustrar estas eximentes, y no estudiarlas de forma general, ya 
que por su gran importancia, se requiere el conocimiento de la situación objetiva 
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